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Con el surgimiento de la sociedad, nace también la urgencia de satisfacer las 
necesidades de la colectividad; lo cual impone al Estado, la obligación de organizar 
instituciones, procesos y servicios, cuyo destinatario natural, -la sociedad en su 
conjunto-, es a la vez fuente de acceso a los recursos, captados principalmente en forma 
de tributos. Siendo que el patrimonio de los ciudadanos se ve afectado de distintas 
formas en el cumplimiento de estas cargas de carácter obligatorio, que se imponen bajo 
el imperio de la potestad del Estado, es preciso la existencia de mecanismos dirigidos a 
la defensa de los contribuyentes, los cuales deben estar enmarcados en las 
constituciones políticas de los Estados modernos en forma de principios y garantías que 
rigen dicha potestad, donde se asegure junto a la facultad recaudatoria, los derechos e 
intereses de los contribuyentes como manifestación esencial del principio de legalidad 
en todo Estado de Derecho. 
 
Capital importancia reviste en nuestro sistema tributario vigente, el conjunto de 
principios de justicia tributaria contemplados en la Constitución Política nicaragüense, 
dentro del cual, el de legalidad destaca como el eje en torno al cual debe girar la total 
actuación de la Administración Tributaria en el ejercicio de sus funciones. En virtud de 
esta consideración, el contribuyente tiene el derecho de obligar a la Administración que 
se sujete en su funcionamiento a las normas legales establecidas al efecto, con especial 
atención en procedimientos tales como el de fiscalización y determinación de la 
obligación tributaria, actuaciones que pretendemos describir en el contenido de la 
presente investigación, con el objetivo de identificar las principales inconsistencias 
latentes en su actual regulación y proponer soluciones que contribuyan al mejoramiento 
del sistema en beneficio de los contribuyentes. 
 
Asimismo, pretendemos exponer los derechos del contribuyente frente a los actos 
emanados de la Administración en virtud de procesos de fiscalización y determinación 
de la obligación tributaria y describir las garantías consagradas en el procedimiento 
tributario administrativo constituido, haciendo énfasis en el cumplimiento de los 
principios establecidos en nuestra Constitución Política. 
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Finalmente, procuraremos analizar con detenimiento el marco jurídico referente al 
sistema de recursos administrativos normados en nuestro Código Tributario, como 
medios de reacción con que cuenta el ciudadano perjudicado por un acto administrativo 
afectado de ilegalidad, destacando los problemas que surgen de la inadecuada 
normación de los mismos que pone de manifiesto la exigencia de una pronta y correcta 
atención por parte de los legisladores, ello con el objetivo de evitar que se generen 
situaciones de inseguridad jurídica, dificultades o irregularidades en la aplicación de 
estos instrumentos de control de la legalidad. 
 







 Analizar la manifestación de los principios de justicia tributaria contenidos en la 
Constitución Política Nicaragüense, con especial énfasis en el Principio de Legalidad, 







 Identificar en la Constitución Política el conjunto de principios de justicia tributaria que 
rigen el sistema impositivo nicaragüense. 
 
 Describir la regulación actual respecto de los procedimientos de fiscalización y 
determinación de la obligación tributaria contenidos en el Código Tributario de la 
República de Nicaragua. 
 
 Analizar el régimen vigente en el sistema nicaragüense en materia de recursos de índole 
tributaria administrativa. 
 
 Constatar la viabilidad, cumplimiento de plazos y documentación legal en la 
interposición de los recursos en materia tributaria. 
 
 Examinar aspectos relativos al Tribunal Tributario Administrativo, con primordial 
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1. Poder Tributario 
1.1 Concepto 
 
Corresponde al Estado, en virtud de su naturaleza, llevar a cabo tareas que permitan a la 
sociedad encontrar organización y vida. Así pues, en todos los Estados y en todas las 
épocas, se ha manifestado el Poder Tributario, entendido como aquel por el cual se 
impone a los particulares la obligación de aportar una parte de sus riquezas con el fin de 
hacer cumplir, principalmente, el ejercicio de las obligaciones o atribuciones que le 
están encomendadas al Estado (GUTIÉRREZ HURTADO, 2000).  
 
La potestad tributaria o poder tributario es, según palabras de VILLEGAS (1998), la 
facultad que tiene el Estado de crear unilateralmente tributos, cuyo pago deberá ser  
exigido a las personas sometidas a su competencia espacial; es decir, se trata de la 
capacidad potencial que ostenta el Estado, de obtener coactivamente prestaciones 
pecuniarias de los individuos y de requerir el cumplimiento de los tributos mediante los 
medios instrumentales necesarios para tal obtención.  
 
MASSONE (1975) define la potestad tributaria como la facultad de instituir impuestos y 
tasas, como también deberes y prohibiciones de naturaleza tributaria; es, en otras 
palabras, el poder general del Estado aplicado a un sector determinado de la actividad 
estatal: la imposición. 
 
En este sentido, conviene hacer referencia a la opinión vertida por HENSEL (2000), quien 
considera que: 
 
Se ha de entender el poder de una entidad de Derecho Público para hacer uso 
de las competencias soberanas a ella asignadas (en virtud de su propio 
derecho o delegación) con la finalidad última de establecer tributos calificados 
como impuestos sobre personas sometidas a su soberanía Ȃ y en caso 
necesario, mediante la coacción (p. 107). 
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Autores tales como HENSEL (2005); VILLEGAS (2009);  GONZÁLEZ GARCÍA & LEJEUNE 
VALCÁRCEL (2000), al referirse al tema del Poder Tributario, opinan que su manifestación 
se desdobla en dos sentidos.  
 
En primera instancia, el Estado hace uso de su potestad tributaria normativa por medio 
de la emanación de normas impositivas o, por decirlo con mayor exactitud, establece 
presupuestos de hecho normativos de cuya concreta realización debe nacer un crédito 
tributario a su favor: esta es, la acción del Estado como legislador.  
 
En un segundo plano, en el momento en que una persona sometida jurídicamente a una 
entidad de Derecho Público realiza ese presupuesto de hecho normativo, el Estado se 
ocupa de la ejecución efectiva del crédito originado; es decir, se alude a su acción 
administradora, entendida como potestad de imposición. 
 
Así, se trata de dos acepciones distintas de una misma locución, terminología que 
encontramos acorde con la duplicidad de planos en la consideración de la actuación del 
Estado: en el primero de los casos, este actúa en un plano abstracto o fase normativa, 
mientras que en el segundo, opera en un plano concreto o fase aplicativa (GONZÁLEZ 
GARCÍA & LEJEUNE VALCÁRCEL, 2000). 
 
En nuestro ordenamiento jurídico se manifiesta el Poder Tributario en los artículos 114, 
115 y 138 inc. 27 de la Constitución Política. 
 
El Art. 114 Cn establece: 
 
Corresponde exclusivamente y de forma indelegable a la Asamblea Nacional la 
potestad para crear, aprobar, modificar o suprimir tributos. El sistema 
tributario debe tomar en consideración la distribución de la riqueza y de las 
rentas. 
 
Se prohíben los tributos de carácter confiscatorio. 
 
Estarán exentos del pago de toda clase de impuestos los medicamentos, 
vacunas y sueros de consumo humano, órtesis y prótesis, lo mismo que los 
insumos y materia prima necesaria para la elaboración de esos productos, de 
conformidad con la clasificación. 




Art. 115 Cn: 
 
Los impuestos deben ser creados por ley que establece su incidencia, tipo 
impositivo y las garantías a los contribuyentes. El Estado no obligará a pagar 
impuestos que previamente no estén establecidos en una ley. 
 
Artículo 138, inc.27: 
 
Son atribuciones de la Asamblea Nacional:  
 27. Crear, aprobar, modificar o suprimir tributos, y aprobar los planos de 
arbitrio municipales. 
 
1.2 Características del Poder Tributario 
 
Los autores SANABRIA ORTIZ (1999) & COCIVERA, este último citado en la obra de MUÑOZ 
BAÑOS (1975), se encargan de delinear sistemáticamente las características que definen 
al poder tributario. De las consideraciones vertidas por ambos autores, obtenemos los 
siguientes caracteres: 
 
 Carácter originario: Se trata de un poder originario porque pertenece al Estado en 
virtud de su soberanía tributaria. El Estado es, pues, titular de un poder tributario 
originario; consecuencia de ello, puede en determinados casos, ceder facultades a 
otros entes inferiores pasando estas entidades a ejercer un poder tributario 
derivado. 
 
 Imprescriptible: El poder tributario no prescribe. Al ser una manifestación de la 
soberanía tributaria, perdura siempre y no decae por su falta de ejercicio. Dicho de 
otro modo, este poder no se extingue por el paso del tiempo. En palabras de 
SANABRIA ORTIZ (1999), el poder subsistirá mientras superviva el Estado.  
 
Como muy bien apunta BLANCOS RAMOS, citado en la obra de MUÑOZ BAÑOS (1975), no 
debe confundirse este carácter de imprescriptibilidad del poder tributario con la 
prescripción de los tributos, que supone una caducidad del derecho al cobro que 
tiene a su favor la Hacienda Pública. En otras palabras, si el Estado no requiere el 
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cumplimiento de esta obligación dentro del plazo que el mismo marco legal le 
señale, se extinguirá por prescripción su derecho. 
 
 Carácter irrenunciable: Es irrenunciable ya que el Estado no puede renunciar al 
mismo a favor de determinada persona o grupo. 
 
 Abstracto: El poder tributario es abstracto porque existe antes de su posible 
ejercicio; ello quiere decir que existe siempre, independientemente de si se ejerce o 
no.  Según apuntala SANABRIA ORTIZ (1999), se trata de una cualidad ideal derivada de 
la soberanía estatal. 
 
Así, estiman los autores, una vez ejercido, se convierte en un poder concreto, porque 
se concretiza en algo, por ejemplo, en quiénes van a pagar tributo, cuáles son los 
hechos o actividades gravadas, etc. 
 
 Territorial: La soberanía política, y por ello también la tributaria, se refieren a un 
territorio determinado: el del Estado. Como el poder tributario es consecuencia de la 
soberanía, es evidente que su delimitación territorial ha de ser exactamente la 
misma que la de aquella. Dicho de otro modo, el ámbito de aplicación tributaria es el 
ámbito territorial físico, llegado a ese límite no es posible superarlo pues se ingresa 
al dominio y Poder Tributario de otro Estado. 
 
1.3 Clases de Poder Tributario 
  
Tradicionalmente, como bien nos enseña ABBAMONTE (2009), la concentración del poder 
tributario en una sola mano, ha implicado abusos notables; así, producto de una larga 
evolución constitucional se ha logrado distinguir competencias y regular 
procedimientos que tenderían a crear un sistema jurídico más o menos equilibrado, y 
con este, una cierta garantía para quienes están sometidos a esta autoridad.  
 
Siguiendo esta línea de pensamiento, distingue PÉREZ ROYO (2011) entre el Poder 
Tributario Originario, correspondiente al Estado como titular de soberanía, y el Poder 
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Tributario Derivado, que compete a los entes públicos de nivel inferior al Estado, los 
cuales disfrutan de dicho poder, solo en la medida en que les viene atribuido por el 
propio Estado.  
 
En el primer caso, el poder tributario normativo originario significa, según explica 
VILLEGAS (2009), la facultad o la posibilidad jurídica del Estado de exigir contribuciones 
a las personas sometidas a dicha soberanía. El Estado lleva a cabo esta potestad por 
medio del Poder Legislativo, en el cumplimiento de su función de aprobar las leyes 
tributarias.  
 
Por su lado, SANABRIA ORTIZ (1999) nos dice que un poder tributario es originario porque 
surge con el propio Estado, al cual la Constitución le confiere la función de crear normas 
tributarias a través del poder legislativo, expresión de su soberanía. 
 
Dicho poder se encuentra contenido explícitamente en nuestra Carta Magna al estipular 
en su artículo 114, que corresponde exclusivamente y de forma indelegable a la 
Asamblea Nacional la potestad de crear, aprobar, modificar o suprimir tributos. 
 
En el segundo caso, la potestad tributaria normativa derivada, nace en virtud de la ley. 
Se trata del ejercicio del poder tributario por parte de entes territoriales distintos del 
Estado y de nivel inferior, pero no como un poder originario sino mediante la 
delegación de funciones.  
 
SANABRIA ORTIZ (1999) bien nos dice que el poder tributario es derivado cuando el ente 
territorial posee poder tributario, pero limitado por la propia autorización expresa del 
Estado, ente público con poder originario. 
 
Finalmente, las consideraciones de LUQUÍ (1993) nos llevan a concluir que mientras el 
ejercicio del poder tributario del Estado no reconoce otras limitaciones que aquellas 
originadas en las cláusulas constitucionales, y que por eso mismo son autolimitaciones; 
las facultades tributarias reconocidas en virtud del poder tributario derivado, se hallan 
limitadas en su ejercicio, no sólo por los preceptos constitucionales, sino por las 
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determinaciones legales que emanan del poder tributario originario y posibilitan su 
concreción. 
 
2. La Obligación Tributaria 
 
En palabras de HENSEL (2005), una obligación es una relación jurídica entre dos 
personas, que tiene como consecuencia que una parte (acreedor) esté facultada para 
exigir de la otra (deudor) el cumplimiento de una prestación. Refiriéndose 
específicamente a la obligación tributaria, nos enseña que consiste en el derecho del 
Estado a exigir de una persona concre×ǲǳǤ 
 
Afianza la reflexión anterior, el concepto que brinda LUQUÍ (1993) respecto de la 
obligación tributaria, al decir que, se trata del vínculo legal que constriñe la voluntad 
particular, mandando entregar al Estado una suma de dinero desde el momento que se 
produce el acto o el hecho previsto en ella y que le sea imputable. 
 
Encontramos coincidentes con las nociones anteriores, las características que vierte  
FERREIRO LAPATZA (1977) respecto de esta figura; afirma este autor que se trata de una 
obligación establecida por Ley, por tanto, es una obligación ex lege; una obligación de 
Derecho Público; y además, una obligación de dar, cuyo objeto es la entrega de una 
suma de dinero. 
 
En primer lugar, tal como sucede en ordenamientos como el nuestro, donde los textos 
constitucionales consagran el principio de legalidad tributaria, la obligación tributaria 
debe considerarse, como una obligación ex lege. Es decir, es la Ley la que debe 
determinar los hechos cuya realización implique el nacimiento de la obligación 
tributaria.  
 
En segundo lugar, siendo que se trata de una obligación ex lege, consecuentemente una 
obligación de Derecho Público, se infiere que su contenido no puede verse afectado por 
la voluntad de las partes concurrentes. Se confirma su carácter público, si atendemos al 
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fin para el que fue creada: el suministro de bienes financieros al Estado, para que este, 
empleándolos indistintamente, pueda conseguir sus propios objetivos. 
 
Por último, la obligación tributaria, es una obligación de dar, cuyo objeto es la entrega 
de una suma de dinero; de esta afirmación se deriva el carácter pecuniario de la 
prestación debida. 
 
En consonancia con las definiciones esgrimidas por la doctrina, extraemos la definición 
que ofrece la Ley 562, Ley creadora del ǲ×    ï 
ǳ, publicado en la Gaceta Diario Oficial Número 227 el día veintitrés de 
noviembre del año dos mil cinco, que entró en vigencia el día veintidós de Mayo del año 
dos mil seis, que en su artículo 12 expresa que la Obligación Tributaria es la relación 
jurídica que emana de la Ley y nace al producirse el hecho generador. En este punto, es 
preciso aclarar que el legislador patrio al hacer mención del hecho generador, quiso 
referirse en realidad al hecho imponible. 
 
Si bien es posible expresar, que en las definiciones esbozadas respecto de la figura de la 
obligación jurídica fundamental puede enmarcarse, sin esfuerzo, la obligación 
tributaria; como es natural, esta última presenta sus propias notas distintivas frente a la 
obligación del Derecho Privado. 
 
Concerniente a este tema HENSEL (2005) nos dice, que mientras en las obligaciones del 
Derecho Privado el contenido y alcance de la prestación debida se precisan, por regla 
general, mediante declaraciones de voluntad recíprocas del deudor y del acreedor, en la 
obligación tributaria, ese contenido y alcance se deriva de la ley.  
 
En opinión de BIELSA citado en la obra de LUQUÍ (1993), la obligación tributaria se 
diferencia netamente de la obligación civil, tanto por la índole de la relación jurídica 
como por el carácter de uno de los sujetos, o sea, el Estado-fisco-, en sentido lato. 
 
GUTIÉRREZ HURTADO (2000) coincide con la posición de estos autores al exponer que, 
pese a que la obligación tributaria, conceptual y estructuradamente, es la misma 
obligación del Derecho Privado, posee algunas notas específicas que se justifican por la 
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posición en que se encuentra el Estado con respecto a los particulares, por el hecho de 
encarnar o representar los intereses de la comunidad nacional y por lo relativo a su 
poder tributario. 
 
En lo que respecta al nacimiento de la obligación tributaria, autores tales como CALVO 
ORTEGA (1997); HENSEL (2005); VILLEGAS (2009), MARTÍN QUERALT y LOZANO SERRANO, estos 
dos últimos citados por ALARCÓN GARCÍA (2009), concuerdan que la misma tiene su 
origen con la realización del hecho imponible. 
 
A este respecto, HENSEL (2005) manifiesta que el hecho imponible hace las veces, en el 
Derecho Tributario de Obligaciones, del momento de exteriorización de la voluntad en 
Derecho Privado. Asimismo, define el hecho imponible como el conjunto de 
presupuestos abstractos contenidos en las normas tributarias materiales y cuya 
concreta concurrencia provoca la aplicación de determinadas consecuencias jurídicas. 
La constitución de la obligación tributaria, de acuerdo con VILLEGAS (2009) & CALVO 
ORTEGA (1997), se producirá solamente si los sujetos determinados quedan encuadrados 
en los presupuestos de hechos previstos por las normas legales.  
 
De las argumentos antes expuestos, consideramos que HENSEL (2005) resume 
convenientemente esta idea al expresar que solo cuando se constate la existencia de 
hechos de la vida jurídica o económica que puedan subsumirse en los presupuestos de 
hecho, habrá nacido una obligación tributaria; solo entonces llega a nacer el crédito 
tributario del Estado. 
 
Refiriéndonos al tema de los sujetos que participan en esta obligación jurídica, 
encontramos al Estado como el facultado para la exigencia del crédito derivado de la 
obligación tributaria, y a la persona sujeta a la norma estatal como el obligado al 
cumplimiento de la prestación.  Este reparto de papeles podrá inducir a pensar que la 
relación tributaria fundamental no se regula sobre la base de la igual jerarquía de las 
partes. (HENSEL, 2005)  
 
Sin embargo, en nuestros días, esa relación de poder entre el Estado y los particulares 
no es una relación de jerarquía o de omnipotencia, sino que se trata de una relación 
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jurídica en la cual el individuo cuenta con mecanismos de defensa que tienen carácter 
de garantía constitucional del ciudadano frente al Estado (GUTIÉRREZ  HURTADO, 2000). 
 
En esta relación, Estado y particular se encuentran en un mismo nivel jurídico, pues a 
ambos sujetos se les atribuyen deberes y derechos que les ubican en una plataforma 
horizontal, superando la posición tradicional de que el Estado se sirve de los 
Administrados para la consecución de sus fines. 
 
3. Los Sujetos de la Obligación Tributaria 
 
La aplicación de una determinada figura tributaria, en opinión de PÉREZ DE AYALA & PÉREZ 
DE AYALA BECERRIL (2009), supone la existencia de una relación jurídica entre dos partes, 
relación que se concreta en una serie de derechos y obligaciones que deben ser 
asumidas por cada una de ellas.  CALVO ORTEGA (1997), nos dice entonces que, la 
obligación tributaria como cualquier otra obligación, necesita conceptual y 
jurídicamente la existencia de dos sujetos: pasivo y activo.  
 
En consonancia con lo estipulado por FERREIRO LAPATZA (1977), se debe tener en cuenta 
en todo momento que la obligación tributaria es una obligación ex lege y que, por tanto, 
es la Ley la que determina quiénes son los sujetos activos y pasivos; y cuáles son sus 
derechos y obligaciones, poderes y deberes jurídicos. 
 
3.1 Sujeto Activo 
 
SAINZ DE BUJANDA, citado por MUÑOZ BAÑOS (1975), define al sujeto activo como aquel que 
tiene derecho a exigir el pago de la obligación. Se trata, por tanto, del acreedor de la 
obligación tributaria.  Así, adoptando el criterio técnico expuesto por autores tales como 
PÉREZ DE AYALA & PÉREZ DE AYALA BECERRIL (2009); FERREIRO LAPATZA (1977); MARTÍN 
QUERALT LOZANO SERRANO TEJERIZO LÓPEZ & CASADO OLLERO (2009) y CARRIÓN (2003), 
encontramos que el concepto de sujeto activo de la relación jurídica tributaria suele 
identificarse con el de acreedor de la deuda que representa el contenido esencial de 
dicha relación.  
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Asimismo, explican que se acostumbra distinguir a este respecto, entre el ente público 
como titular del poder tributario o potestad normativa de creación de tributos y el ente 
público como titular del derecho de crédito en la relación jurídica que se origina con el 
hecho imponible previsto en la propia norma. Apoya esta postura el autor MUÑOZ BAÑOS 
(1975), quien identifica en la parte activa de la relación tributaria a la figura del sujeto 
activo del poder tributario y al sujeto activo de la obligación tributaria, explicando que 
se trata de dos momentos distintos en la vida del tributo: el momento de creación del 
tributo y de su aplicación. 
 
No obstante, optamos por la definición de sujeto activo como el ente público que 
desarrolla la potestad administrativa para la gestión y exigencia del tributo; puesto que, 
si bien hemos expuesto, algunos autores realizan una distinción entre el ente público 
que establece el tributo, el ente titular del mismo, el ente destinatario de sus 
rendimientos y, finalmente, el ente que desarrolla su gestión y recaudación; coincidimos 
con la opinión de MARTÍN QUERALT; LOZANO SERRANO; TEJERIZO LÓPEZ & CASADO OLLERO 
(2009), quienes sostiene que sólo este último es al que cabe definir como sujeto activo 
del tributo, en cuanto ocupa el lado o la posición activa en las distintas relaciones 
jurídicas y en los procedimientos que para su aplicación se desplieguen.  
 
Encontramos definida la figura del sujeto activo en el artículo 15 de nuestro Código 
Tributario, el cual se limita a ubicar al Estado, por medio de la Administración 
Tributaria, como sujeto activo o acreedor de la obligación tributaria y facultado 
legalmente para exigir su cumplimiento. 
 
3.2 Sujeto Pasivo 
 
Conforme hemos dicho anteriormente, la obligación tributaria es una relación jurídica 
constituida en virtud de ciertos hechos entre dos o más personas por la que una, 
denominada acreedor, puede exigir de otra, llamada deudor, la entrega de una suma de 
dinero a título de tributo. 
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De conformidad con esta definición, FERREIRO LAPATZA (1977) elabora el concepto de 
  ×    ǲ
sobre la que pesa el deber de realizarla"(p. 413). Dicho de otra forma, toda persona 
obligada a cumplir la obligación tributaria es sujeto pasivo de la citada obligación. 
 
En palabras de SANABRIA ORTIZ ȋͳͻͻͻȌǡ   ǲ À 
halla obligado a realizar la prestación dineraria objeto de la relación jurídico tributaria, 
pudiendo ser persona Àǳ (p. 180). 
 
ǲǳǡVILLEGAS (2009), es 
aquel con respecto al cual el hecho imponible ocurre. Dicho de otro modo, el sujeto que 
ejecuta el acto, o se halla encuadrado en la situación fáctica que la seleccionó como 
presupuesto hipotético y condicionante del mandato de pago de tributo. 
 
Conforme señalan PÉREZ DE AYALA & GONZÁLEZ GARCÍA citados por SANABRIA ORTIZ (1999), 
el contribuyente ha de estar siempre definido o delimitado legalmente, ya en un sentido 
expreso, ya de un modo implícito, como titular del hecho imponible. 
 
Así, nuestro Código Tributario conceptualiza la figura del sujeto pasivo en su artículo 
16, como el obligado en virtud de la Ley al cumplimiento de la obligación tributaria y 
cualquier otra obligación derivada de esta, sea en calidad de contribuyente o de 
responsable. 
 
En base a la parte in fine del artículo antes referido, los sujetos pasivos se dividen en: 




En palabras de CALVO ORTEGA (1997), el contribuyente es quien realiza el hecho que da 
lugar al nacimiento de la obligación tributaria (percepción de una renta, posesión de un 
patrimonio, etc.). En consecuencia, es el titular de la obligación tributaria y como tal el 
sujeto que debe cumplir la misma. 
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PÉREZ DE AYALA & PÉREZ DE AYALA BECERRIL (2009) nos ofrece los tres elementos por los 
cuales está integrado el concepto de contribuyente, a saber: 
 
 Es el sujeto pasivo, como deudor tributario principal; o sea, el obligado ante el 
ente público a pagar en su propio nombre y a su propio cargo la obligación 
tributaria antes de su vencimiento. 
 
 Es el sujeto pasivo, como elemento subjetivo del hecho imponible, es decir, 
como realizador, titular o beneficiario del hecho imponible. Esta titularidad del 
hecho imponible se la atribuye la ley reguladora del tributo. 
 
 Es el sujeto del impuesto, deudor tributario, porque en cuanto realizador del 
Hecho Imponible, es el poseedor de la capacidad contributiva que se quiere 
gravar.  
 
Con mayor precisión, este autor opina que si consideramos al contribuyente como 
sujeto pasivo del tributo por la conjunción de estos tres elementos, no se configura 
solamente por la mera obligación de pagar el tributo, sino que debe hacerlo porque ha 
realizado el hecho imponible, que conlleva, a su vez, un indicativo de la capacidad 
contributiva.  
 
A este respecto, el artículo 18 del Código Tributario contempla quiénes tendrán el 
carácter de contribuyente: 
 
a) Las personas naturales, las personas jurídicas de derecho público o derecho privado 
y los fideicomisos. 
 
b) Las entidades o colectividades que constituyan una unidad económica, aunque no 
dispongan de patrimonio, ni tengan autonomía funcional. 
 
Autores tales como HENSEL (2005); CALVO ORTEGA (1997): PÉREZ DE AYALA & PÉREZ DE 
AYALA BECERRIL (2009) coinciden en que la determinación del contribuyente se hace 
siempre a partir del hecho imponible. Es éste el que fija aquél, el que lo establece. 






La figura del responsable del tributo ha obedecido históricamente a una finalidad de 
garantía. La naturaleza pública de la obligación tributaria, según sostiene CALVO ORTEGA 
(1997),  ha aconsejado al legislador extender la responsabilidad a otros sujetos distintos 
del contribuyente mismo y ligados a él por otro tipo de relación jurídico tributaria o por 
su condición de órgano, administrador, funcionario con atribuciones concretas en 
relación con un hecho imponible o situación determinada.   
 
De acuerdo al artículo 20 de nuestro Código Tributario, son responsables directos en 
calidad de Responsable Retenedor o Responsable Recaudador las personas designadas 
por la Ley, que en virtud de sus funciones públicas o privadas, intervengan en actos u 
operaciones en los cuales deben efectuar la retención o percepción del tributo 
correspondiente.  
 
Para estos efectos, se entiende que: 
 
a) Responsable retenedor: Son los sujetos que al pagar o acreditar ciertas sumas a los 
contribuyentes o terceras personas, están obligados legalmente a retener de las 
mismas, una parte de estas como adelanto o pago a cuenta de los tributos a cargo de 
dicho contribuyente o terceras personas, y enterarlo al fisco en la forma y plazos 
establecidos en las leyes de la materia. 
 
De este modo, extraemos las precisiones que al respecto de la figura del retenedor 
realizan PÉREZ DE AYALA & PÉREZ DE AYALA BECERRIL (2009): 
 
 El retenedor no realiza el hecho imponible, ya que su actuación en la relación 
jurídico-tributaria está únicamente referida a la obligación de pago.  
 
 No es él, el que en última instancia, soporta el gravamen, pues esa cantidad que 
ingresa en el Fisco se constituye a cuenta del contribuyente, detrayéndose de la 
renta total que le correspondería a éste último, cuando el retenedor se la abona 
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(en ejemplo, cuando le paga el sueldo). Así, el importe que el retenedor 
descuenta, al abonar una renta (por ejemplo, un sueldo) a otro, se califica, 
legalmente, de retención a cuenta, es decir, como una parte de la cuota del 
impuesto sobre la renta que, en un momento posterior, habrá de pagar la 
persona que percibe dicha renta (sueldo, etc.) Por ello, el retenedor no es titular 
de capacidad contributiva alguna, que además no se ve afectada puesto que el 
pago de la deuda se realiza con cargo a los recursos económicos del retenido. 
 
b) Responsable recaudador: Son las personas que por disposición legal deben percibir 
el impuesto y enterarlo al fisco. También son responsables recaudadores, las 
personas jurídicas con quienes la Administración Tributaria suscriba convenios para 
percibir los tributos y sanciones pecuniarias.  
 
En este punto, PÉREZ DE AYALA & PÉREZ DE AYALA BECERRIL (2009) resumen las notas 
definitorias de la figura del responsable de la siguiente manera: 
 
 Es también deudor del impuesto, pero es un deudor suplente del 
contribuyente, que sólo responde por una obligación tributaria, ya nacida, del 
contribuyente, y vencida y no pagada, por aquel deudor principal. 
 
 Por ello, no es sujeto pasivo del tributo por no ser el titular del hecho 
imponible, pero coexiste junto al contribuyente y no lo desplaza. 
 
 Es, entonces, obligado al pago de un impuesto devengado por hechos 
imponibles de los que no es titular y que además son imputables a otro sujeto 
(contribuyente). 
 
 Sin embargo, ha de existir una relación obligacional entre el responsable y la 
Hacienda, y una relación de otro tipo entre el sujeto pasivo y el responsable, 
definida por el legislador, para definir la figura del segundo y hacerle deudor 
de la deuda tributaria. 




4. Los Principios Constitucionales del Derecho Tributario 
 
La Constitución Política de toda nación debidamente organizada debe reflejar la idea de 
justicia que profesa en un momento histórico determinado; FERREIRO LAPATZA (1977) 
nos enseña entonces, que los principios constitucionales de justicia tributaria deben 
reflejar, por tanto, esta idea de lo justo, referida a la concreta esfera de los tributos. 
 
SANABRIA ORTIZ (1999) afianza la postura del autor anterior al sostener que los 
principios jurídicos que limitan el Poder Tributario son fuerzas rectoras que deben ser 
consagradas al máximo nivel jurídico y deben, por lo mismo, estar consignadas tanto en 
la Constitución como en el Código Tributario, ubicándoles de este modo, en una posición 
de máxima jerarquía con respecto del resto del ordenamiento jurídico, según expresa 
AIZEGA ZUBILLAGA (2001). 
 
El autor alemán ALEXY (2007) nos explica en su obra sobre la Teoría de los Derechos 
	ǲ
ǡÀǳȋǤ͸͹ȌǤ
De acuerdo con este autor, los principios son mandatos de optimización, que se 
caracterizan porque pueden cumplirse en diferente grado y que la medida debida de su 
cumplimiento no sólo depende de las posibilidades reales sino también de las jurídicas. 
 
AIZEGA ZUBILLAGA (2001), en sus consideraciones generales sobre los principios de 
justicia tributaria, plantea que estos poseen una importancia capital en el estudio de la 
ǣǲ×ÀǳȋǤͳͳͳȌǤ
Este autor estima que los principios de justicia tributaria constituyen uno de los 
grandes temas del Derecho Tributario, en virtud de su inherente valoración y 
significación en este sector jurídico. 
 
Asimismo, este autor recoge en su obra las observaciones de autores como SAINZ DE 
BUJANDA, ǲ  ××
ǳȋǤͳͳͳȌǢCORTÉS DOMÍNGUEZ, para quien el Derecho Tributario 
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no tiene más enfoque posible, ni tiene criterio ni guía más adecuada que el que brinda el 
principio de justicia de los tributos. 
 
GALLEGO PERAGÓN (2003) reúne los lineamientos esbozados por distintos doctrinarios:  
 
El italiano MORTATI ǲ-ǳ
capaces de recoger o resumir en torno a sí, en armónica y coherente unidad, toda la 
acción sucesiva del Estado.  
 
En la doctrina española, CAZORLA PRIETO los define ǲǡ
incluidas en la Constitución y con valor jurídico directo o indirecto, fijan los criterios 
básicos que integran la esencia constitucional y han de servir de inspiración y límite 
infranqueable para la legislación ordinaria ǳ (pp. 60-61).  
 
En palabras del autor alemán KARL LARENZ, los principios constitucionales tributarios 
ǲ××ǡ
que subyace la idea de un Dereǳ (p. 62). 
 
Tradicionalmente, se ha planteado la discusión sobre si los principios constitucionales 
son normas pragmáticas o son inmediatamente vinculantes. Es decir, si las 
disposiciones concretas de la Constitución pueden aplicarse sin necesidad de un 
desarrollo legislativo posterior o si este desarrollo es necesario para exigir su 
aplicación. Actualmente, la doctrina es unánime al reconocer la aplicación directa de los 
principios contenidos en las Constituciones (AIZEGA ZUBILLAGA, 2001). 
 
En ocasiones, los principios que rigen la justicia tributaria se encuentran explícitamente 
contemplados en las constituciones políticas. Tal es el caso de la Constitución Española, 
À͵ͳǲ los gastos 
públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo 
inspirado en los principios de igualdad y progresividad que en ningún caso, tendrá 
 ǳǢ     ǡ que en el artículo 53 de su 
×  ǲ        ïǡ 
×ǳǤ 




No obstante, en el caso del sistema jurídico nicaragüense,  el conjunto de principios de 
justicia tributaria se infiere a partir de la labor de interpretación de la norma 
fundamental, en base a la jurisprudencia y la doctrina comparada; tal como sucede en el 
caso del ordenamiento alemán. 
 
Como se ha dicho, pese a que nuestra Constitución Política no acoge de forma expresa 
los principios que rigen su actuar en materia tributaria, los mismos se deducen de la 
lectura de los artículos 114, 115 y 138.27 de la Carta Magna.  
 
Así pues, una vez expuesto el valor esencial que tienen los principios constitucionales en 
el ordenamiento tributario, conviene analizar cada uno de ellos, distinguiendo, según lo 
hacen MARTÍN QUERALT, LOZANO SERRANO & POVEDA BLANCO (2009), entre principios 
materiales, los cuales alertan sobre el contenido sustantivo que debe tener una 
determinada materia; y los principios formales, mismos que se dedican a establecer los 
medios formales que debe seguir la regulación de la materia en cuestión.  
 
Entre los principios materiales podemos mencionar los principios de generalidad, 
igualdad, progresividad y capacidad contributiva. Los principios formales son los de 
seguridad jurídica, principio de reserva de ley y principio de legalidad. 
 
4.1 Los Principios de Justicia Tributaria Material 
 
4.1.1 Principio de Igualdad 
 
En opinión de algunos tratadistas, la igualdad es interpretada en el sentido de que todos 
deben contribuir en igual medida. No obstante, la realidad jurídica nos exige entender la 
igualdad de modo que en virtud de ésta, se asegure uniformidad de tratamiento a 
paridad de condiciones.  
 
Conforme a las enseñanzas de VALDÉS COSTA (1992), el principio de igualdad en la ley 
ǲǡǡ
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tributaria no debe hacer discriminaciones, perjudicando o beneficiando a determinados 
individuos o grupos de indǳ (p. 371). 
 
Como bien explica FERREIRO LAPATZA (1977), todos son iguales para el legislador a la hora 
de implantar los tributos, pero, como es lógico, la igualdad exige un trato igual a los 
iguales, desigual a los desiguales. Se deduce entonces, que cuanto mayor sea la riqueza 
de un individuo, su capacidad contributiva, mayor será la cantidad con la que ha de 
contribuir al sostenimiento de las cargas públicas. 
 
Así pues, distintos doctrinarios defienden posiciones muy parecidas respecto de este 
principio,  mismas que GALLEGO PERAGÓN (2003), sintetiza de la siguiente forma: 
 
Para SAINZ DE BUJANDA & CORTÉS DOMÍNGUEZ, ǲ××
ǳȋǤͳͶͷȌǢn 
el plano tributario, relacionándose en la práctica al principio de capacidad contributiva. 
 
En el estudio conjunto de los profesores PÉREZ AYALA & GONZÁLEZ GARCÍA, los principios de 
generalidad e igualdad son simples e inmediatas consecuencias del principio de 
capacidad contributiva.    
 
GARCÍA MARTÍN afirma que la igualdad es la paridad de capacidades. En el instante de 
contribuir a los gastos del Estado, la justicia impone la igualdad de tratamiento entre 
iguales y la desigualdad entre desiguales. 
 
Para LEJEUNE VALCÁRCEL, el hecho de que la igualdad es un principio rector del 
ordenamiento tributario y común a todos los sectores del ordenamiento jurídico, viene 
a indicar que la unidad de fundamento, de fin y de modo de actuar, que debe existir 
entre todos ellos, queda reforzada. La igualdad legitima tanto los tratamientos iguales 
como discriminatorios basados en la capacidad contributiva, pero no los arbitrarios, 
pudiendo desdoblarse en el reparto de las cargas tributarias en su consideración como 
principio de generalidad o de igualdad ante la ley y como base del reparto de las cargas 
tributarias.   
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Autores tales como GALLEGO PERAGÓN (2003),  ǲ
ǳǤ   ȋȌ   ±a se oriente a 
ǲ±ǡǳǢǡ
niveles de riqueza; situación que por lógica consecuencia, sucede a la inversa en el caso 
de la igualdad horizontal.  
 
El principio de igualdad, es uno de los pilares básicos en que se asienta el sistema 
tributario nicaragüense. Consagrado en los artículos 27 y 48 de nuestro texto 
constitucional, el principio de igualdad, en armonía con las consideraciones esbozadas 
por la doctrina en las líneas anteriores, exige al legislador el deber de dispensar un 
mismo tratamiento a quienes se encuentran en situaciones jurídicas iguales, prohibición 
de toda desigualdad que, según nos dice HERRERA ESPINOZA (2005), desde el punto de 
vista de finalidad de la norma cuestionada, carezca de justificación objetiva y razonable 
o resulte desproporcionada en relación con dicha justificación.  
 
Así pues, expresa este autor, el principio de igualdad no prohíbe al legislador cualquier 
desigualdad de trato, sino solo aquellas desigualdades que resulten artificiosas o 
injustificadas, por no venir fundadas en criterios objetivos y suficientemente razonables 
de acuerdo con criterios o juicios de valor generalmente aprobados. 
 
Finalmente, consideramos pertinente incluir las notas definitorias del principio de 
igualdad que el autor MARTÍN QUERALT, LOZANO SERRANO & POVEDA BLANCO (2009) resume 
bajo las siguientes premisas: 
 
a) El principio de igualdad en el ámbito tributario se traduce en el respeto al 
principio de capacidad contributiva, de forma que situaciones económicamente 
iguales deben ser tratadas de la misma manera;  
 
b) El principio de igualdad no veda cualquier desigualdad, sino sólo aquella que 
pueda reputarse discriminatoria, por carecer de justificación;  
 
c) El principio de igualdad no ampara el derecho a imponer o a exigir diferencias 
de trato en situaciones o supuestos desiguales.  
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d) El principio de igualdad debe interpretarse en conexión con las exigencias 
derivadas de otros principios constitucionales, tales como el de generalidad y 
de capacidad contributiva.  
 
4.1.1.1 El Principio de Proporcionalidad 
 
El principio de proporcionalidad es un principio inherente al Estado de Derecho y 
constituye una nota propia del contenido esencial del principio de igualdad.  En opinión 
de LUQUÍ (1993) la proporcionalidad significa que la carga tributaria sobre la riqueza 
debe ser adecuada y razonable.  
 
Este principio, según los argumentos planteados por AIZEGA ZUBILLAGA (2001) ejerce la 
×  ǲ     ×    ïǳ ȋǤ
173); los cuales, según este autor han de proceder en la resolución de todo conflicto a 
una minuciosa ponderación de las circunstancias de todo orden, que concurran en cada 
caso concreto, absteniéndose de cualquier exceso susceptible de traducirse en un 
sacrificio innecesario, desproporcionado o injustificado de uno de los derechos en 
conflicto; de forma que se mantenga en todo momento un necesario equilibrio entre 
ellos.  
 
En consecuencia, si se restringe un precepto constitucional es esencial que exista otro 
precepto constitucional que fundamente la restricción. 
 
Llegado a este punto, encontramos que los autores ALEXY (2007) y AIZEGA ZUBILLAGA 
(2001) nos presentan la estructuración del principio de proporcionalidad dividiéndole 
en tres subprincipios.  
 
El primero de los elementos, lo conforman la idoneidad, adecuación o utilidad. El 
segundo, la necesidad o indispensabilidad; el tercero, la proporcionalidad strictu sensu. 
Cada uno de ellos implica evaluar la medida que provoca la restricción bajo criterios 
diferentes.  




AIZEGA ZUBILLAGA (2001) realiza un análisis específico, que a continuación presentamos: 
 
4.1.1.1.1 La idoneidad o adecuación 
 
La medida restrictiva de un derecho constitucional deberá ser apta e idónea, 
para la consecución del fin perseguido. Los medios que la ley arbitra han de 
ser susceptibles de alcanzar la finalidad perseguida (por útiles o apropiados). 
×ǲïǳ
completo la finalidad perseguida o incluso constituya un fracaso; por el 
ǡ   ǲǳ  ǡ
legislador opte por un medio cualquiera entre varios útiles y posibles para la 
consecución del fin, que su pronóstico o previsión en el momento de 
promulgarla (ex ante) sea razonable y conforme a la naturaleza de las cosas.  
 
En suma, una norma es idónea o apropiada, útil en definitiva, cuando 
contribuye a la consecución de la finalidad perseguida o, en otros términos, si 
con su ayuda se puede fomentar el objetivo de que se trate. Será inútil, por el 
contrario, si el medio elegido dificulta su consecución o no permite albergar 
esperanza o consecuencia alguna (pp. 179-180). 
 
4.1.1.1.2 La necesidad o indispensabilidad 
 
Del principio de necesidad, se deriva la obligación de intervenir de la forma 
más moderada posible. De entre las posibles alternativas, deberá elegirse 
aquella menos gravosa o restrictiva de los derechos; para ello, habrá que 
confrontar los diversos medios igualmente idóneos y aptos para la 
consecución del fin, y determinar aquel que resulte menos oneroso. Una vez 
seleccionados y confrontados entre sí los diversos medios aptos e igualmente 
eficaces para la consecución del fin perseguido, se está en condiciones de 
declarar si la norma es constitucionalmente lícita por no existir una 
alternativa menos gravosa. No tiene por objeto, sin embargo, seleccionar el 
mejor medio de todos los imaginables, el más eficaz, sino tan sólo expulsar al 
innecesario (p. 181). 
 
4.1.1.1.3 La proporcionalidad strictu sensu 
 
En virtud de la proporcionalidad en sentido estricto, los costes y beneficios 
que se desprenden de la norma tienen que guardar un razonable equilibrio. Lo 
cual, implica ponderar los perjuicios que se irrogan al ciudadano y 
cualesquiera otros que puedan generarse para el interés general si se 
renuncia a la intervención. Debe comprobarse si existe un equilibrio entre las 
ventajas y perjuicios que se generan por la limitación del derecho, a fin de 
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proteger otro derecho o bien constitucional, tomando en consideración las 
circunstancias relevantes en cada caso. La proporcionalidad strictu sensu se 
sirve, pues, de una especie de ponderación de los bienes e intereses en 
conflicto-el interés general que subyace a una medida cualquiera, de un lado, y 
la posición individual jurídicamente protegida, de otro (pp. 181-182). 
 
4.1.2 Principio de Generalidad 
 
Se trata aquí del deber que se impone a todos los ciudadanos del Estado a efectos del 
sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad contributiva. Este 
principio es una consecuencia del principio de igualdad consagrado en el art. 27 Cn: 
ǲǳ. Si combinamos el artículo antes referido con 
la necesidad del Estado de subvenir a su sostenimiento, tendremos como consecuencia 
el principio de generalidad, mismo que ordena que todos los sujetos estén llamados a la 
contribución para con el Ente Público a efecto del logro de su cometido (HERRERA 
ESPINOZA,  2006). 
 
Sin embargo, en opinión conjunta de GONZÁLEZ GARCÍA & LEJEUNE VALCÁRCEL (2000), el 
principio de generalidad, no está tanto dirigido a ordenar que todos deben contribuir a 
la financiación de las cargas públicas, cuanto a prohibir las exenciones apriorísticas de 
cualquier tipo de personas, es decir, está dirigido a erradicar toda clase de inmunidades 
y privilegios fiscales.  
 
Comparte esta postura VILLEGAS (2009), para quien este principio se refiere más a un 
   ǡ  ǲ       ǡ  
nadie debe ser    ǳ ȋǤ ʹ͸ͶȌǤ    
condición esencial de la tributación y que no es admisible que se grave a una parte de la 
población en beneficio de otra. 
 
El límite de la generalidad está constituido por las exenciones y beneficios tributarios, 
conforme a los cuales ciertas personas no tributan o tributan menos, pese a 
configurarse el hecho imponible. SAINZ DE BUJANDA citado en la obra de MUÑOZ BAÑOS 
(1975) sostiene que deben quedar exentos aquellos que no es justo que paguen, 
mientras que no quedarán exentos los que deben pagar por justicia. Sin embargo, estas 
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exenciones a las que se refiere SAINZ DE BUJANDA, tienen en opinión de VILLEGAS (2009) un 
carácter excepcional y se fundan en razones económicas, sociales o políticas, pero nunca 
en razón de privilegios; asimismo, la facultad de otorgamiento por parte de la autoridad 
correspondiente no es absoluta, sino que se encuentra siempre sujeta a determinadas 
condiciones.  
 
Así pues, para PÉREZ DE AYALA & PÉREZ DE AYALA BECERRIL (2009), el principio de 
generalidad tiene un significado claro: la obligación de tributar debe alcanzar a todos 
aquellos sujetos que pongan de manifiesto una capacidad contributiva para hacer frente 
a ella. 
 
Según estos autores, no es posible que determinadas personas que entren dentro de la 
órbita de una figura impositiva por causas injustificadas, gocen de la concesión de 
beneficios o cualquier otra exención fiscal que les libere de afrontar su deber tributario; 
ello sin embargo, no impide la existencia de determinadas excepciones basadas en otros 
principios constitucionales. 
 
En definitiva, el principio de generalidad no quiere decir que toda desigualdad en el 
tratamiento fiscal le sea contraria; sólo lo será aquella desigualdad que carece de 
fundamento. Así, la concesión de beneficios fiscales puede estar materialmente 
justificada-y ser constitucionalmente legítima-, siempre que la misma sea un medio para 
la consecución de objetivos que gozan de respaldo constitucional. Como afirma MARTÍN 
QUERALT, LOZANO SERRANO & POVEDA BLANCO (2009), no podrá, en tales supuestos, 
hablarse de privilegios contrarios al principio constitucional de generalidad en el 
levantamiento de las cargas públicas.  
 
4.1.3 Principio de Capacidad Contributiva 
 
La capacidad contributiva, eje de todo el sistema de principios contemplados en la 
Constitución Política y criterio que ha de guiar la actuación del Estado, es definida por 
GALLEGO PERAGÓN (2003) ǲ××
al sostenimiento de los gastos públicos conforme a las exigencias económicas y sociales 
×ǳ (p. 97). 
MANIFESTACIÓN DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN EL SISTEMA DE RECURSOS CONTENIDOS EN EL CÓDIGO 




Los autores GONZÁLEZ GARCÍA & LEJEUNE VALCÁRCEL (2000) conciben este principio, como 
la aptitud para concurrir al sostenimiento de los gastos públicos, por lo que no es 
constitucionalmente posible exigir tributos a quien carece de ella; dicho de otro modo, 
los presupuestos  generadores de obligaciones tributarias solamente pueden recoger 
hechos que exterioricen la existencia de tal capacidad, de ahí la íntima conexión 
existente, entre capacidad contributiva y hecho imponible.  
 
LEJEUNE VALCÁRCEL citado en la obra de GALLEGO PERAGÓN (2003), considera que este 
ǲǣÀ
no hay capacidad contributiva. Igualmente, no puede dejar de existir un tributo allí 
ǳȋǤͻ͸ȌǤÀǡ
un criterio básico para la distribución de las cargas tributarias. En este sentido, se sirve 
para cualificar un particular modo de actuar referido a la institución tributaria, en 
cuanto la misma está cumpliendo su fin típico: obtener fondos para el erario.  
 
FERREIRO LAPATZA (1977) desarrolla el principio de capacidad contributiva desde la 
óptica de los principios de generalidad e igualdad. En este punto, consideramos 
pertinente incluir la explicación que respecto de esta afirmación realiza el autor: 
 
ǲos textos constitucionales actuales consagran un tercer principio, el 
principio de capacidad económica. Pero la capacidad económica, más que un 
tercer principio, es una forma de entender la generalidad e igualdad 
tributarias. Es un punto de vista sobre los principios de igualdad y de 
generalidad. Un modo de aplicarlos que se haya hoy universalmente 
consagrado. Todos tienen que pagar tributos. Pero todos los que puedan, 
naturalmente. Todos los que tengan capacidad contributiva para soportar la 
carga que representan. Todos son iguales para el legislador a la hora de 
implantar los tributos. Pero naturalmente, la igualdad exige un trato igual a 
los iguales, desigual a los desiguales. Cuanto mayor sea la riqueza de un 
individuo, su capacidad contributiva, mayor será la cantidad con la que ha de 
contribuir al sostenimiento de las cargas públicas. Solo así se soportan en 
igual forma las cargas tributarias. Solo así estas cargas son igualmente 
gravosas para los distintos contribuyentesǳ (p. 367). 
 
Así, una vez determinado quiénes pueden y tienen que tributar, es necesario fijar en qué 
medida tiene que tributar cada uno de ellos, de acuerdo con su capacidad contributiva. 
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Para ello, según nos enseña MUÑOZ BAÑOS (1975) el legislador debe examinar cuáles son 
los hechos que demuestran esa capacidad contributiva y que hacen a un sujeto apto 
para contribuir. Estos hec    ǲÀǳǡmismos que se clasifican en 
índices directos, como pueden ser la posesión de un patrimonio o la percepción de una 
renta; o índices indirectos, como pueden ser el gasto o el consumo realizados por una 
persona; y configura tales hechos como hechos imponibles, cuya realización determina 
el nacimiento de la obligación de contribuir (FERREIRO LAPATZA, 1977). 
 
El autor GIARDINA, citado por MUÑOZ BAÑOS (1975) realiza una distinción entre dos clases 
de capacidad contributiva, la absoluta y la relativa. A este respecto, sostiene que la 
capacidad contributiva absoluta, se refiere a la existencia de capacidad, a la aptitud 
abstracta de un sujeto para concurrir a las cargas públicas. El legislador determinará 
qué hechos o qué situaciones son las que indican la existencia de una capacidad 
contributiva y aquellos sujetos que sean protagonistas de estos hechos o de estas 
situaciones, serán los que deban contribuir. 
 
La capacidad contributiva relativa, supone siempre la absoluta y se dirige a medir el 
grado de capacidad. Como dice MATÍAS CORTÉS, la capacidad relativa determina el 
quantum, es decir, opera en el momento de determinar la cuota que hay que pagar 
(MUÑOZ BAÑOS, 1975). 
 
Otro punto que contribuye a precisar mejor la labor del legislador en la tarea de 
configurar los hechos imponibles, viene dado en opinión de MARTÍN QUERALT, LOZANO 
SERRANO & POVEDA BLANCO (2009), por la denominada exención del mínimo vital, 
entendiéndose por tal, la existencia de una cantidad que no puede ser objeto de 
imposición, por cuanto la misma se encuentra destinada a la satisfacción de las mínimas 
necesidades vitales de su titular.  
 
4.1.3.1 Mínimo exento como límite del principio de capacidad contributiva 
 
Autores como MARTÍN QUERALT, LOZANO SERRANO & POVEDA BLANCO (2009) & MUÑOZ BAÑOS 
(1975) definen el mínimo vital como aquel nivel de riqueza por debajo del cual no se 
admite gravamen alguno, puesto que ese nivel resulta protegido a efectos de atender las 
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exigencias humanas más elementales. Resulta imprescindible, en opinión de estos 
autores, al gravar los índices de capacidad contributiva, eximir, una parte 
correspondiente de ese mínimo vital.  
 
Coincide con estos autores GALLEGO PERAGÓN, (2003) al decir que resulta justo excluir del 
reparto de los gastos públicos al contribuyente que es titular de un patrimonio que está 
por debajo de ese nivel mínimo; y también se hace necesario tener en cuenta las 
       × × ǡ   ǲ
aptitud para contribuir a los gastos públicos comienza cuando han sido cubiertas las 
ǳ (p. 110) 
 
De las consideraciones antes expuestas, nos es posible deducir que no toda titularidad 
de riqueza supone capacidad contributiva para tributar. Por tal razón, la posesión de 
una determinada renta, que no supere lo estrictamente necesario para vivir, o el 
consumo de bienes de primera necesidad, no son índices de la capacidad contributiva, 
porque no demuestran tal capacidad, sino todo lo contrario: un estado de necesidad. 
Carece de todo sentido exigir una tributación, por mínima que sea, a aquel que tiene y 
obtiene lo justo para sobrevivir (GALLEGO PERAGÓN, 2003). 
 
En el sistema tributario nicaragüense no existe una cláusula específica en la 
Constitución, ni en la Ley, que en forma expresa establezca el principio de capacidad 
contributiva, pero el mismo se desprende de la letra de sus disposiciones o normas 
jurídicas. De este modo, el art. 114 de la Constitución establece que el sistema tributario 
debe tomar en consideración la distribución de la riqueza y de las rentas; de lo señalado, 
se puede interpretar que los tributos deben ser satisfechos por aquellas personas que 
tengan la capacidad contributiva para ello. 
   
Finalmente, VILLEGAS (2009) delimita las implicancias de la Capacidad Contributiva de la 
siguiente manera: 
 
a) Requiere que todos los titulares de medios aptos para hacer frente al tributo 
contribuyan, salvo aquellos que por no contar con un nivel económico mínimo 
quedan al margen de la imposición. 




b) El sistema tributario debe estructurarse de tal manera  que quienes tengan mayor 
capacidad contributiva tengan una participación más alta en las rentas tributarias 
del Estado. 
 
c) No pueden seleccionarse como hechos imponibles circunstancias o situaciones que 
no sean abstractamente idóneas para reflejar capacidad contributiva. 
 
d) En ningún caso el tributo o conjunto de tributos que recaiga sobre un contribuyente 
puede exceder la razonable capacidad contributiva de las personas, ya que de lo 
contrario se atenta contra la propiedad, confiscándola ilegalmente. 
 
4.1.4  Principio de Progresividad y su límite: la no confiscatoriedad 
 
La progresividad debe ser entendida dentro del ámbito del Derecho Tributario, como 
una forma de distribuir justamente la participación proporcional de los ciudadanos a la 
hora de financiar el gasto público, de forma que el de mayor capacidad participe en 
mayor medida, es decir, pague más impuestos, que el de capacidad inferior (GALLEGO 
PERAGÓN, 2009). 
 
PÉREZ DE AYALA & PÉREZ DE AYALA BECERRIL (2009) exponen en términos llanos, que un 
ǲǢ
cuanto mayor es la magnitud de valor del hecho imponible realizado, mayor es el tipo 
   ǳ ȋǤ ͺ͸ȌǤ   autores, resulta acorde con la justicia 
tributaria, el hecho de que ciertos impuestos sean progresivos, y así se grave con una 
carga tributaria más que proporcional al que más tiene, al que demuestre una mayor 
capacidad contributiva, permitiendo así un adecuado reparto de la carga fiscal; y, por 
ende de la riqueza.  
 
Desde la perspectiva de GALLEGO PERAGÓN (2003), la progresividad es un mandato 
dirigido al legislador tributario, quien al momento de configurar el sistema tributario y 
en estrecha conexión con el principio de igualdad, en términos de participar en la 
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financiación del gasto público, exige una mayor contribución cuanto mayor sea la 
capacidad contributiva sometida a gravamen.   
 
Sin embargo, esto no puede ser llevado hasta el extremo, sino que se debe respetar un 
límite infranqueable por imperativo constitucional: la no confiscatoriedad. El impuesto 
no puede ser confiscatorio, entendiendo que lo será, según nos dicen PÉREZ DE AYALA & 
PÉREZ DE AYALA BECERRIL (2009), cuando por su aplicación a un sujeto pasivo, reduzca o 
anule, le quite o sustraiga, en suma, su disponibilidad de obtención de renta o riqueza.   
 
El principio de no confiscación supone, en opinión de MARTÍN QUERALT, LOZANO SERRANO & 
POVEDA BLANCO (2009), un límite extremo que dimana del reconocimiento del derecho de 
propiedad, cuya finalidad es impedir una radical aplicación de la progresividad que 
atentará contra la capacidad contributiva que la sustenta.  
 
Por su parte, los autores GONZÁLEZ GARCÍA & LEJEUNE VALCÁRCEL (2000), si bien opinan 
que la no confiscatoriedad opera como un límite a la progresividad tributaria, 
consideran que no se trata de un principio autónomo de justicia tributaria, sino de una 
exigencia derivada de la protección constitucional de la propiedad privada. 
 
Nuestro ordenamiento jurídico contiene de forma implícita el principio de 
progresividad en su artículo 114, al expresar que el Sistema Tributario debe tomar en 
consideración la distribución de la riqueza  y de las rentas. De igual forma, este artículo 
establece la prohibición de tributos o impuestos de carácter confiscatorio,  lo cual se 
encuentra en armonía con lo antes expuesto respecto del límite al principio de 
progresividad. 
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4.2 Principios de Justicia Tributaria Formal 
 
4.2.1 Principio de Seguridad Jurídica 
 
La Ley, como fuente de la que dimanan obligaciones, siempre ha prestado un 
inestimable servicio a los principios de seguridad jurídica y de jerarquía normativa.  
Nuestro Código Tributario consagra como principio jurídico rector del sistema 
tributario nicaragüense al principio de seguridad jurídica, definiéndole en su 
Considerando V, como la posibilidad de prever las consecuencias y el tratamiento 
tributario de las situaciones y las actuaciones de los contribuyentes, pudiendo 
pronosticar, de previo, las correspondientes decisiones administrativas y judiciales 
sobre tales situaciones o acciones. Asimismo contempla, que en la medida en que se 
observe dicho principio se promueve la plena confianza de los ciudadanos en sus 
instituciones y se les protege de la arbitrariedad.  
 
Autores como ATALIBA & XAVIER, citados por VILLEGAS (2009), definen la seguridad 
À  ǲ   ×    ǡ  
propias situaciones jurídicas, de modo tal que, puedan tener una precisa expectativa de 
sus derechos y deberes, de los beneficios que serán acordados o de las cargas que 
ǳ (p. 282). 
 
La seguridad jurídica en materia tributaria implica certeza definitiva acerca de la 
cuantía de la deuda tributaria, así como ausencia de cambios imprevistos que impidan 
calcular con anticipación la carga tributaria que va a recaer sobre los ciudadanos. 
Implica también certidumbre de que no se realizarán alteraciones que retrocedan, 
cambiando las expectativas precisas de los contribuyentes sobre sus derechos y 
deberes. 
 
Asimismo, significa que se debe evitar toda arbitrariedad en el tratamiento 
administrativo y jurisdiccional de los contribuyentes. 
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VILLEGAS (2009) desdobla la manifestación de este principio en dos sentidos: un sentido 
objetivo y otro, subjetivo.  
 
En un sentido objetivo, el principio de seguridad jurídica está dado por las garantías que 
la sociedad asegura a las personas, bienes y derechos. Estas garantías deben ser estables 
y en cuanto a ellas no pueden ocurrir cambios inesperados. Coincide con esta opinión 
MUÑOZ BAÑOS (1975), al decir, que en este sentido, el principio de seguridad jurídica se 
ǲÀente a 
ǳ (p. 56). 
 
En sentido subjetivo, la seguridad jurídica consiste en la convicción que tiene la persona  
de que está exenta de peligros, daños y riesgos tributarios, es decir, sabe a qué atenerse 
y está dominada por un sentimiento de confianza, lo cual propicia un clima de paz 
jurídica.  
 
La importancia de este principio en el ordenamiento tributario obedece a varias 
razones. En primer lugar, el tributo es una obligación legal, de manera que la 
producción y regulación de sus efectos es normalmente ajena a la voluntad de los 
sujetos pasivos, a diferencia de la obligación contractual. En segundo término, la 
producción de normas tributarias es amplia e intensa y sus mutaciones frecuentes 
consecuencia obligada de la variación de las situaciones económicas y de las políticas de 
esta naturaleza a las que la tributación debe ajustarse. Finalmente, la actividad 
administrativa es por definición uniforme y tiende a serlo cada vez más, como 
consecuencia de la masificación de las relaciones tributarias, lo que coloca en una 
situación desproporcionada a los sujetos con menor capacidad de aprehensión de 
obligaciones y deberes (CALVO ORTEGA, 1997). 
 
4.2.2 Principio de Reserva de Ley 
 
La reserva de ley nació históricamente para limitar el poder de tributación y de gasto 
público de los soberanos absolutos. ABBAMONTE (2009) sostiene que la reserva de ley 
implica una reserva de competencia y de procedimientos en determinadas materias 
establecidas por la Constitución o por la ley ordinaria. 




FERREIRO LAPATZA (1977) define la reserva de ley como el mecanismo jurídico que hace 
efectivo y concreta el principio de legalidad atribuyendo al legislativo la competencia 
normal para regular determinadas materias. 
 
Así, con el advenimiento del Estado constitucional, el principio de reserva de ley cumple 
en opinión de MARTÍN QUERALT, LOZANO SERRANO & POVEDA BLANCO (2009), una doble 
finalidad:  
 
a) Garantiza el respeto al denominado principio de autoimposición, de forma que 
los ciudadanos no pagan más tributos que aquellos a los que sus legítimos 
representantes han otorgado su aprobación;  
 
b) Cumple una finalidad garantista del derecho de propiedad.   
 
Estos autores analizan los caracteres estructurales del meritado principio de la 
siguiente forma: 
 
a) La reserva de ley es un instituto de carácter constitucional, que representa el 
eje de las relaciones entre el ejecutivo y el legislativo en lo referente a la 
producción de normas.  
 
b) Constituye un límite no sólo para el Poder Ejecutivo, sino también para el 
propio Poder Legislativo, que no puede renunciar de funciones que no 
constituyen ejercicio discrecional, sino que le han sido atribuidas con el fin 
de que se ejerzan obligatoriamente.  
 
c) La aplicación del principio depende tanto de la efectiva separación de 
poderes, como de que exista una instancia jurisdiccional capaz de juzgar 
acerca de la adecuación del legislativo al mandato constitucional propio del 
principio de reserva de ley. 
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Los autores GONZÁLEZ GARCÍA & LEJEUNE VALCÁRCEL (2000) distinguen entre reserva 
absoluta y la reserva relativa: 
 
En el primer supuesto, la totalidad de la materia acotada debe venir regulada en 
exclusiva por la Ley o, al menos, por actos con fuerza de Ley; por su parte, la reserva 
relativa, consiste en exigir la presencia de la ley tan sólo a efectos de determinar los 
elementos fundamentales o identidad de la prestación establecida, pudiendo confiarse 
al ejecutivo la integración o desarrollo de los restantes elementos. 
 
Nuestra Constitución, regula claramente sobre este aspecto en su art. 114, del cual 
podemos concluir que en virtud de este principio, la reserva de la potestad normativa 
corresponde a la Asamblea Nacional, excluyendo en todo caso, la intromisión de 
cualquier otro poder del Estado en la creación de tributos o la posible creación de los 
mismos por parte de los municipios. 
 
4.2.3 El Principio de Legalidad en materia tributaria 
 
El principio de la legalidad es una de las consagraciones políticas del Estado de Derecho 
y, al mismo tiempo, la más importante de las columnas sobre la cual se cimenta el total 
edificio del Derecho Administrativo (GARRIDO FALLA, 1989). 
 
En el ámbito del Derecho Tributario se erige como uno de los principios fundamentales 
en que se asienta esta materia, inspirado, por una parte, en el principio de 
autoimposición, mejor conocido en el constitucionalismo como no taxation without 
representation, o en el mundo romano, como ǲǡ
ǳ (BALLADARES SABALLOS, 2009). 
 
En su concepción más restringida y propia, el principio de legalidad tributaria exige que 
solo pueden ser impuestos por el Estado sacrificios patrimoniales a sus ciudadanos 
mediante Ley, esto es, mediante aquella fórmula jurídica, que por ser expresión de una 
voluntad soberana, manifestada en la forma solemne establecida, tiene la virtud de 
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obligar, al tiempo que permite en su caso, la apertura de los mecanismos revisores en 
vía administrativa o constitucional.  
 
De la concepción anterior, se puede extraer que el principio de legalidad se desarrolla 
en un doble plano de eficacia: 
 
En un primer lugar, su eficacia en el plano normativo, que coherente con su concepción 
restringida, implica sujetar la creación de tributos a la Ley, dotando de legalidad y sobre 
todo de legitimidad al acto (Principio de Reserva de Ley). 
 
En segundo lugar, su eficacia en el plano aplicativo, que supone la revisión de: 
 
1. Las Leyes tributarias acorde a las exigencias de la Constitución, entendida como 
norma de eficacia vinculativa de directa aplicación a través del recurso de 
Inconstitucionalidad de la Ley (Principio de Reserva de Ley). 
 
2. Los actos administrativos emanados de las Administraciones Tributarias por 
contravención a lo establecido por las Leyes Tributarias, bien en vía administrativa, 
en sede contencioso administrativo o mediante el amparo administrativo. (Principio 
de Legalidad Administrativa). 
 
Autores como VILLEGAS (2009), expresan que este principio se manifiesta a su vez, en la 
necesidad de proteger a los contribuyentes en su derecho de propiedad. Los tributos 
importan restricciones a ese derecho, ya que en virtud de ellos se sustrae, a favor del 
Estado, algo del patrimonio de los particulares. De allí que, en el Estado de Derecho, esto 
no sea legítimo si no se obtiene por decisión de los órganos representativos de la 
soberanía popular, en el caso concreto, de la Asamblea Nacional. 
 
De este modo, el principio de legalidad debe ser visto también e incluso de manera 
prevalente, como una institución al servicio de un interés colectivo: el de asegurar la 
democracia en el procedimiento de imposición o establecimiento de las vías de reparto 
de la carga tributaria. Lo que se pretende es que el juicio sobre el reparto de la carga 
tributaria sea establecido por el órgano que dada su composición y funcionamiento, 
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asegura la distribución de intereses contrapuestos en el mencionado reparto (CARRIÓN, 
2003). 
 
En el ordenamiento jurídico nicaragüense, este principio se encuentra contenido en el 
artículo 114 de la Constitución Política al establecer que solo mediante ley se podrá 
crear, modificar o suprimir tributos, como facultad exclusiva e indelegable de la 
Asamblea Nacional. 
 
A su vez, el artículo 115 constitucional expone que todo impuesto debe ser creados por 
ley que establece su incidencia, tipo impositivo y las garantías a los contribuyentes; y 
que el Estado, no obligará a pagar impuestos que previamente no estén establecidos en 
una ley. 
 
Asimismo, nuestra Constitución contempla en su artículo 138. 27 al referirse a las 
atribuciones de la Asamblea Nacional, que le corresponde a este Poder del Estado, crear, 
modificar o suprimir tributos y aprobar los planes de arbitrio municipales. 
 
Igualmente, cabe mencionar el artículo 144 de la Constitución, mismo que estipula que 
los actos y resoluciones de la Administración Tributaria se presumirán legales, sin 
perjuicio de las acciones que la Ley reconozca a los obligados para la impugnación de 
estos y resoluciones. 
 
En consonancia con lo establecido en la Carta Magna, el Código Tributario en su artículo 
3, recoge los lineamientos del principio de legalidad en el ámbito tributario 
nicaragüense. 
 
Finalmente, en vía administrativa, este principio se manifiesta en el artículo 93 del 
Código, mismo que establece que los actos  y resoluciones que emita la Administración 
Tributaria por los que se determinen tributos, multas y sanciones, o que afecten en 
cualquier forma los derechos de los contribuyentes o de los responsables, así como las 
omisiones, podrán ser impugnados por los afectados en las formas y plazos establecidos 
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1. El procedimiento administrativo en materia tributaria 
 
La Administración Tributaria, como bien hemos expuesto en el capítulo anterior,  se 
encuentra sometida a los lineamientos del principio de legalidad, mismos que implican 
la sujeción a un conjunto de reglas y principios que norman su actuación. Estas reglas 
contribuyen de una parte a la realización de la seguridad jurídica a favor de los 
administrados y, de otra, sirven de cauce y de guía para el logro de una mayor eficacia, 
como lo reclaman las exigencias del Estado Social de Derecho, que proclama nuestra 
Constitución Política en su artículo  130.1.  (LÓPEZ, 2005).  
 
Así pues, al abordar el tema de los mecanismos de defensa de los derechos de los 
contribuyentes, nos encontramos frente a un procedimiento administrativo, entendido 
este como uno de los medios de control de las actividades administrativas a favor de los 
particulares y como instrumento para lograr una mayor eficacia en su actuación. 
 
A grandes rasgos podemos señalar que el procedimiento se encuentra conformado por 
el conjunto de actos jurídicos conectados entre sí, regulados en abstracto por la Ley 
procesal, por medio del cual se ventilan las impugnaciones y recursos interpuestos por 
aquellos que se consideren agraviados por un acto administrativo, cuyo órgano con 
competencia para resolver sobre los mismos será un ente de la administración, o bien, 
un tribunal administrativo especializado. 
 
Según LÓPEZ (2005), el procedimiento administrativo es el conjunto de principios y de 
formalidades previas, que regulan la producción de los actos administrativos 
unilaterales y las fases previas de los actos bilaterales (cuando aún no han intervenido 
las voluntades de los contratantes para perfeccionarlos), desde su iniciación hasta el 
momento en que se dicta, su publicación y ejecución, los recursos a que da lugar y su 
resolución en sede administrativa.  
 
ALESSI (1970) expresa que el procedimiento administrativo viene a representar el 
desarrollo del conjunto de actividades que desembocan en una manifestación. Se trata 
por ello de una noción esencialmente formal, referente al aspecto dinámico del 
fenómeno mencionado y que, por lo tanto, se resuelve en una sucesión de momentos en 
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el tiempo. Esta idea vertida por ALESSI es la noción más estricta y técnicamente precisa 
de procedimiento administrativo. 
 
Por su parte, el autor GARCÍA OVIEDO (1968), dice que se entiende por procedimiento 
administrativo, la serie de trámites y de formalidades que deben someterse los actos de 
la Administración con el objeto de que se produzcan con la debida legalidad y eficacia, 
tanto en beneficio de la Administración como para garantía y defensa de los derechos de 
los particulares. 
 
Al hablar del procedimiento administrativo, como garantía jurídica, ROYO VILLANOVA 
(1960) expresa que la necesidad de que se cumplan con ciertas formalidades se justifica, 
porque se trata de una garantía para el administrado de que el contenido del acto se 
ajusta a Derecho.   
 
ALIBERT, citado en la obra de RIZO OYANGUREN (1992), al referirse a las formalidades 
administrativas como garantías concedidas a los administrados, como contrapartida de 
     ×ǡ  ǣ ǲ 
administrativas no son procedimientos de pura forma a los que la Administración 
podría eludir su cumplimiento. Son garantías otorgadas a los administrados; por ello 
son la contrapartida de los poderes exorbitantes de la Administración, así como una 
seguridad contra el riesgo de las decisiones apresuradas, mal estudiadas y vǳǤ
(p.123) 
 
Por su parte, el autor GORDILLO (2006) señala que el procedimiento administrativo 
conlleva las reglas y principios que rigen la intervención de los interesados en la 
preparación e impugnación de la voluntad administrativa. Estudia por lo tanto, la 
participación y defensa de los interesados en todas las etapas de la preparación de la 
voluntad administrativa, y desde luego, cómo debe ser la tramitación administrativa en 
todo lo que se refiere a la defensa, participación e intervención de dichos interesados.  
 
El procedimiento administrativo abarca, según este autor, la defensa de los interesados 
y como lógica consecuencia de ello, la impugnación de los actos y procedimientos 
administrativos por parte de estos; se ocupa, pues de los recursos, reclamaciones y 
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denuncias administrativas: sus condiciones formales de procedencia, el trámite que 
debe dárseles, los problemas que su tramitación pueda originar y cómo y por quién 
deben ser resueltos.  
 
Según el criterio de BETTERMANN, citado por LÓPEZ (2005), los objetivos principales del 
procedimiento administrativo son: aliviar de trabajo a la jurisdicción; proteger a la 
Administración contra una resolución precipitada de una autoridad administrativa 
inferior; y proteger los derechos del ciudadano.  
 
Siendo que el procedimiento administrativo tributario, comparte por razón de su 
naturaleza, los mismos lineamientos bases del procedimiento administrativo que hemos 
señalado líneas arriba, bastará con añadir que los mismos se producen en el ámbito de 
una relación jurídica tributaria. 
 
Por lo tanto, el procedimiento administrativo tributario comprende la regulación de las 
formalidades para la formación, ejecución y revisión, dentro de la esfera administrativa, 
de los actos de la Administración Tributaria. 
 
Es por ello que VILLEGAS (2009),  sostiene que el procedimiento tributario se caracteriza 
por ser un sistema procesal con amplias atribuciones de la autoridad competente para 
llegar a determinar las reales situaciones jurídicas sustantivas, esto es, las obligaciones 
tributarias.  
 
El autor RIZO OYANGUREN (1992) delimita los lineamientos que a grandes rasgos 
caracterizan al procedimiento administrativo, y que consideramos se encuentran 
presentes en el procedimiento administrativo tributario. 
 
1. Carencia de solemnidades o antiformalismo.- En oposición al proceso judicial, 
recargado de formalidades, en las que las partes buscan garantías recíprocas, en el 
procedimiento administrativo suele prescindirse de muchas condiciones formales, 
tanto en los escritos iniciales como en su tramitación. Pero con el objeto de no 
perjudicar los derechos de los interesados, deben de existir siempre unas 
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formalidades mínimas que garanticen estos derechos, suprimiendo, en todo caso, los 
trámites innecesarios. 
 
2. Rapidez.- Este principio es consecuencia de la falta de formalidades; sin embargo, en 
la práctica la celeridad a la que se alude no siempre se observa, pues el 
procedimiento se ve retrasado por diversas causas, bien por exceso de trabajo, bien 
por no estar debidamente organizado o bien por negligencia de los funcionarios. Es 
por tanto indispensable que la ley venga a establecer las medidas adecuadas para 
evitar dilación o paralización del proceso. Sin duda la medida más importante que 
puede o debe adoptarse es la de establecer que el transcurso de un término sin que 
la autoridad resuelva, determine presuntivamente que se considere resuelto 
aplicando la teoría sobre el Silencio de la Administración, tema sobre el cual 
versaremos en el título 4.7 del presente capítulo.   
 
3. Falta de disposiciones legales completas.- Como consecuencia de su sencillez, en el 
procedimiento administrativo suelen quedar sin concretar, en ocasiones, algunos 
extremos sobre normas procesales, que es preciso suplir acudiendo a las normas 
generales del proceso judicial, principalmente, en lo que se refiere a capacidad, 
medios de prueba y plazos. En el caso de la materia tributaria, los asuntos que no 
sean regulados por el Código Tributario o por las leyes específicas sobre esta 
materia, se observarán, en virtud del artículo 4 del Código Tributario, las normas 
generales de Derecho Común, es decir, se acogen, en lo que sea aplicable, las 
disposiciones del Código de Procedimiento Civil. 
 
Consideramos que las características de los procedimientos administrativos creados 
para la defensa de los contribuyentes, como son su antiformalismo o falta de mayores 
exigencias, en aras de su celeridad y eficacia, contribuyen al cumplimiento de las 
garantías y principios contemplados para tales efectos en la Constitución Política.  
 
El Derecho Tributario, como bien se ha expuesto en el transcurso de este acápite, goza 
de una naturaleza eminentemente administrativa, y como tal, se articulan dentro de él, 
una serie de procedimientos que los órganos de la Administración se ven obligados a 
seguir en la realización de sus funciones y dentro de su competencia respectiva, así 
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pues, dentro de este conjunto de facultades que la Administración Tributaria ostenta en 
virtud de la Ley, se puede enmarcar el procedimiento de fiscalización, mismo que nos 
dedicaremos a desarrollar en las siguientes líneas. 
 
2. El Procedimiento de Fiscalización  
 
La Administración Tributaria tiene como finalidad principal la adecuada aplicación de 
los tributos, por lo que es natural que no deba limitarse a conocer de los hechos o datos 
manifestados por los sujetos pasivos espontáneamente, sino que ha de disponer de los 
medios que le procuren un conocimiento completo y fiable de aquellos. 
 
Se justifica así la existencia y actividad de la inspección de los tributos, - conocida en 
nuestra esfera jurídica con el nombre de fiscalización-, como el conjunto de medios 
personales y materiales que facilita ese conocimiento, para lo cual opera sobre todos los 
hechos que tienen trascendencia tributaria. 
 
Es así pues, que el Estado, con la finalidad de velar por el correcto y oportuno 
cumplimiento de las obligaciones tributarias por parte de los contribuyentes, ostenta en 
virtud de las disposiciones contempladas en la Constitución y demás leyes de la materia, 
de una facultad de fiscalización que constituye uno de los principales mecanismos para 
asegurar la aplicación de los tributos en armonía con los principios de justicia tributaria. 
 
El autor PÉREZ ROYO (2008) nos enseña que el objetivo principal de la fiscalización es la 
investigación de hechos y circunstancias con relevancia tributaria, para asegurar que la 
aplicación de los tributos se desarrolle de conformidad con lo previsto en la Ley, es 
decir, que cumplan con el pago de sus impuestos todos los que son llamados a ellos por 
la Ley y que lo hagan en la medida prevista por esta. 
 
Por su parte, ZICCARDI (2003) nos dice que uno de los objetivos de la función de 
fiscalización de la Administración Tributaria,    ǲ  × 
riesgo para los evasores, que pueda inducir, tanto a ellos como al resto de 
contribuyentes, a ǳ(p. 192). 




El autor LAMAGRANDE (2004) Ó  ǲ   À   
actuación fiscalizadora de la Administración Tributaria concurre en un 
desenvolvimiento preventivo y persuasivo, inhibiendo las conductas incumplidoras y su 
consecuente sanción; y fomentando, el cumplimiento voluntario de las obligaciones 
ǳȋǤͶͳͻ-421). 
 
En opinión conjunta de los autores CALVO ORTEGA (1997), ESEVERRI (2008) & PÉREZ ROYO 
(2008), esta función de fiscalización se desdobla en dos sentidos distintos: la 
investigación y la comprobación. En el primer caso, se trata de la investigación de los 
supuestos de hecho de las obligaciones tributarias para el descubrimiento de aquellos 
que sean ignorados por la Administración; en el segundo, de la comprobación de la 
veracidad y exactitud de las declaraciones presentadas por los obligados tributarios.  
 
MARTÍN QUERALT, LOZANO SERRANO, TEJERIZO LÓPEZ & CASADO OLLERO  (2009) manifiesta que 
esta facultad de fiscalización se confiere a la Administración Tributaria en orden a que 
la liquidación definitiva de una deuda tributaria, responda a las exigencias del principio 
de legalidad; se trata, en opinión de este autor, de una reunión de poderes conferidos 
por el Ordenamiento Jurídico a determinados órganos, como instrumentos al servicio de 
las aspiraciones de lograr la máxima satisfacción de los principios de justicia tributaria. 
 
Así pues, encontramos que el ejercicio de esta función fiscalizadora implica la 
inspección, investigación y el control del cumplimiento de las obligaciones tributarias, 
es decir, la Administración Tributaria verifica e inspecciona físicamente la 
documentación del deudor, con la finalidad de velar por el estricto cumplimiento de sus 
obligaciones.  
 
En el ejercicio de dicha facultad, la Administración Tributaria puede fiscalizar incluso a 
sujetos exonerados o beneficiados tributariamente, en razón de vigilar el cumplimiento 
de dichas permisiones, evitando así que en razón de tales privilegios, eludan 
indebidamente la obligación tributaria (PLASENCIA CASTRO, 2007). 
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Encontramos coincidente con las reflexiones esgrimidas por la doctrina, el concepto que 
sobre fiscalización tributaria, vierte la Dirección General de Ingresos (DGI) en el año 
2008, al decir que se trata del conjunto de acciones tendientes a verificar el 
cumplimiento de las obligaciones tributarias, a través de la inspección, control o 
verificación de todas las operaciones económicas y actos administrativos del sujeto 
obligado o de algunas de sus actividades, a fin de comprobar la exactitud, la procedencia 
y la adecuación de sus declaraciones, a las leyes y reglamentos vigentes. 
 
No obstante, siendo que es imposible que la Administración Tributaria pueda ejercer 
dicho control sobre todo el universo de contribuyentes, la acción fiscalizadora tiene un 
carácter selectivo, aplicado sobre un subconjunto reducido de este, elegido de forma 
aleatoria. Sin embargo, esto no excluye la posibilidad de que el procedimiento se 
practique sobre aquellos sujetos que, dentro de la masa general de obligados, presenten 
unas características que, frente a la Administración Tributaria, hagan aconsejable la 
fiscalización.  
 
Asimismo, cabe señalar que la Dirección General de Ingresos ejecuta a través del Plan de 
Fiscalización Anual, una serie de programas que, de acuerdo a la información 
suministrada en su sitio web oficial, se clasifican de la siguiente manera: 
 
 Programas Extensivos: La característica de estos programas es que son de 
aplicación masiva y de corta duración. Entre estos encontramos: la verificación de 
formalidades, punto fijo, verificación de levantamiento de inventarios físicos al 
cierre del ejercicio fiscal (sea este ordinario o especial) y verificación de cuota fija. 
 
 Programas Intensivos: Entre estos programas destacan los siguientes: auditorías 
integrales, puntuales, retenciones en la fuente y débito-crédito al IVA e ISC. 
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2.1 El procedimiento de Fiscalización en el Sistema Tributario Nicaragüense 
  
La facultad del Estado para ejercer la función fiscalizadora encuentra su base en la parte 
in fine del artículo 26 de la Constitución Política, mismo que confiere a la 
Administración Tributaria, la facultad de examinar documentos privados, libros 
contables y sus anexos, cuando sea indispensable para conocer asuntos sometidos al 
conocimiento de los Tribunales de Justicia o por motivos fiscales.  
 
En consonancia con lo anterior, nuestro Código Tributario contempla en su artículo 147 
que la acción fiscalizadora será ejercida por la Administración Tributaria a través de sus 
órganos de fiscalización debidamente acreditados. Entiéndase como Administración 
Tributaria, según el artículo 145 del mismo Código, a la Dirección General de Ingresos 
(DGI), organismo autónomo del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP), que 
tiene a su cargo la administración, recaudación, fiscalización y cobro de los tributos 
establecidos a favor del Estado. 
 
Sin embargo, es importante destacar que, si bien el Código Tributario, aborda algunos 
aspectos relevantes al procedimiento, tales como las facultades de los auditores y 
deberes de los contribuyentes en la fiscalización, no regula de forma exhaustiva las 
etapas que deben cumplirse dentro del procedimiento de fiscalización, razón por la cual, 
nos vemos en la necesidad de remitirnos a la Disposición Técnica No. 007-2006, dictada 
por la Dirección General de Ingresos el día veintitrés de mayo del año dos mil seis, 
misma que desarrolla algunas cuestiones relativas a las actuaciones de fiscalización.  
 
En nuestra opinión, tomando en cuenta la trascendencia de esta materia, no basta una 
Disposición Técnica para regular lo concerniente a su alcance y aplicación; por lo cual, 
en miras de brindar una mayor seguridad jurídica a los contribuyentes, el 
procedimiento de fiscalización debería estar contenido de forma sistemática en el 
Código Tributario.  
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2.2 Facultades de la DGI  en el procedimiento de fiscalización 
 
El artículo 146 del mismo Código contiene las facultades que ostenta la DGI 
relacionadas con el procedimiento de fiscalización, las cuales son las siguientes:  
 
1. Requerir a las personas naturales o jurídicas que presenten las declaraciones 
tributarias dentro de los plazos o términos que señala el Código y demás leyes 
tributarias respectivas; así como otras informaciones generadas por sistemas 
electrónicos suministrados por la Administración Tributaria.  
 
2. Exigir que los contribuyentes y responsables lleven libros y registros especiales de 
las negociaciones y operaciones que se refieran a la materia imponible. 
 
3. Efectuar reparos conforme la Ley para el efecto de liquidar el tributo, para ello 
podrá hacer modificaciones a las declaraciones, exigir aclaraciones y adiciones y 
efectuar los cambios que estime convenientes de acuerdo con las informaciones 
suministradas por el declarante o las que se hayan recibido de otras fuentes.  
 
4. Tasar de oficio con carácter general la base imponible en función de sus ingresos y 
actividades específicas.  
 
5. Autorizar previa solicitud del contribuyente o responsable que los registros 
contables y/o emisión de facturas, puedan llevarse por medios distintos al manual, 
tales como los medios electrónicos de información.  
 
6. Solicitar a otras instancias e instituciones públicas extranjeras, de conformidad con 
las leyes y tratados internacionales en materia fiscal, el acceso a la información 
necesaria para evitar la evasión o elusión fiscal; y proporcionar bajo el principio de 
reciprocidad, la asistencia que le soliciten instancias supervisoras y reguladoras de 
otros países con los cuales se tengan firmados acuerdos o formen parte de 
convenciones internacionales de las que Nicaragua sea parte.  
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7. Requerir información en medios de almacenamiento electrónicos cuando así lo 
considere conveniente.  
 
Es importante destacar que los inspectores o auditores fiscales deben acreditar su 
carácter para efectuar una auditoría o realizar una investigación en el desempeño de 
sus funciones, exhibiendo la cédula de identidad, la correspondiente identificación 
institucional y la credencial que ordene realizar la visita ante el respectivo 
contribuyente. 
 
Asimismo, una vez finalizada la fiscalización, antes de abandonar el local del 
contribuyente o responsable; el Auditor y Supervisor deben comunicar mediante escrito 
que se dio por finalizada la auditoría, brindando información preliminar de lo 
verificado. 
 
En lo que respecta a los inspectores o auditores fiscales, en su papel de representantes 
de la DGI ante los contribuyentes, responsables y retenedores, ostentan, en virtud del 
artículo 148 del Código Tributario, las siguientes facultades: 
 
1. Requerir de los contribuyentes y responsables, el suministro de cualquier 
información, sea en forma documental, en medios magnéticos, vía internet u otros, 
relativa a la determinación de los impuestos y su correcta fiscalización. 
 
2. Requerir a los contribuyentes y responsables, la comparecencia ante las oficinas de 
la Administración Tributaria para proporcionar información con carácter tributario. 
 
3. Verificar y fiscalizar el contenido de las declaraciones bajo advertencia del delito de 
falsedad en materia civil y penal, para lo cual  podrá auditar libros y documentos 
vinculados con las obligaciones tributarias. La Administración Tributaria podrá 
recibir información en  medios de almacenamiento electrónicos de información, 
cuando así lo solicite el contribuyente bajo los criterios definidos por la misma. 
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4. Determinar de oficio los tributos que debe pagar el contribuyente o responsable, en 
caso de no presentarse las declaraciones bajo advertencia del delito de falsedad en 
materia civil y penal, en los plazos señalados por las leyes tributarias. 
 
5. Comprobar la falta de cumplimiento de las obligaciones tributarias y aplicar las 
sanciones establecidas en el Código, bajos los requisitos que establece ley. 
 
6. Practicar inspecciones en oficinas, establecimientos comerciales o industriales, 
medios de transporte o en locales  de cualquier clase utilizados por los 
contribuyentes o responsables. 
 
7. Presenciar o practicar toma de inventarios físico de mercaderías y otros bienes de 
contribuyentes y responsables, y; 
 
8. Fiscalizar a las firmas privadas de Contadores Públicos y/o Contadores Públicos 
Autorizados, facultados para emitir Dictamen Fiscal.  
 
2.3 Derechos y Garantías de los Contribuyentes dentro del procedimiento de 
fiscalización 
 
Los derechos y garantías de los contribuyentes son las obligaciones o los deberes que 
debe cumplir la Administración Tributaria en el marco de programas de fiscalización, al 
efectuar visitas domiciliarias, revisión de contabilidad u otros procedimientos para 
verificar si el contribuyente ha cumplido con el pago correcto de sus impuestos y demás 
obligaciones.  
 
Estos derechos y garantías se encuentran reflejados en el artículo 67 del Código 
Tributario: 
 
1. Que las fiscalizaciones se efectúen en su domicilio tributario; sin menoscabo que la 
administración tributaria pueda realizar fiscalizaciones de escritorio y otras 
actividades de fiscalización como lo dispuesto en el numeral 10 del artículo 103 de la 
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presente Ley. Tratándose de fiscalizaciones de escritorio no se exigirá a las 
autoridades fiscales la presentación de identificación institucional.  Cuando dicha 
fiscalización se fundase en discrepancias resultantes de los análisis o cruces de 
información realizados, se comunicará mediante notificación del órgano tributario al 
contribuyente, de conformidad con el procedimiento establecido en los numerales 7 
y 10 del artículo 103 de la presente Ley. 
 
2. Exigir a las autoridades fiscales su cédula de identidad, identificación Institucional y 
credencial dirigida al contribuyente donde se ordene el tipo de fiscalización  que se 
va a revisar. La credencial deberá contener los tributos, conceptos, períodos o 
ejercicios fiscales a revisar. El original de la credencial deberá entregarse al 
contribuyente o responsable; 
 
3. Que una vez finalizada la fiscalización y antes de abandonar el local del 
contribuyente o responsable, la Administración Tributaria a través del auditor y del 
supervisor le comunicará mediante por escrito, que se dio por finalizada la auditoria 
y a que se le brinde información preliminar de lo verificado; todo de conformidad 
con los procedimientos así establecidos mediante normativa Institucional;  
 
4. No estar sometido en forma simultánea a más de una fiscalización de la 
Administración Tributaria por iguales tributos, conceptos, períodos o ejercicios 
fiscales a revisar; 
 
5. No ser fiscalizado por tributos, conceptos, ni períodos o ejercicios fiscales prescritos, 
y; 
 
6. No ser fiscalizado o auditado por tributos, conceptos, ni períodos o ejercicios fiscales 
ya auditados integralmente por autoridad fiscal, salvo que la Administración tenga 
pruebas evidentes y suficientes de que se ha cometido evasión o defraudación 
tributarias en el período ya revisado. 
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2.3.1 Otros derechos de los Contribuyentes normados en el Código Tributario 
 
1. Las autoridades fiscales deben facilitar a los contribuyentes, en todo momento, el 
ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones. (art. 64) 
 
2. Derecho a ser notificado de toda Resolución o acto que emita la Administración 
Tributaria y que afecte los derechos, deberes u obligaciones del contribuyente o 
responsables, dentro de los términos y procedimientos legales establecidos en el 
Código. (art. 65) 
 
3. A que las autoridades fiscales guarden confidencialidad y reserva de sus datos y 
demás información que conozcan los servidores públicos, salvo los casos que 
autorizan las leyes aplicables. (art. 68) 
 
4. No aportar documentos que ya están en poder de la autoridad fiscal actuante. (art. 
69)  
 
5. Obtener la devolución de los impuestos a su favor que procedan. (art. 76)  
 
2.3.2 Derechos de los contribuyentes que se infieren de la lectura de normas 
aplicables a la materia tributaria 
 
1. Conocer la identidad de las autoridades fiscales bajo cuya responsabilidad se 
tramitan los procedimientos en que el contribuyente tenga interés legal.  
 
2. Derecho a ser oído en los trámites previos a la emisión de la resolución en la que se 
determine a un crédito fiscal a su cargo. 
 
3. Derecho a ser tratado con el debido respeto y consideración por los servidores 
públicos de la Administración Tributaria. 
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4. A obtener cuando lo solicite el texto de las respuestas a consultas y las sentencias 
ǡ         Ǥ ͸ʹͳ ǲ    
×ïǳǤ 
 
3. Determinación de la Obligación Tributaria 
 
La determinación de la obligación tributaria es producto del ejercicio de estas funciones 
de control y fiscalización abordadas en el acápite anterior. En este sentido, la 
Administración Tributaria lleva a cabo tal determinación cuyo resultado bien puede 
reflejar la existencia y cuantía de una deuda tributaria o la inexistencia de ésta.   
 
GIULIANI FONROUGE (1993) nos dice que la determinación de la obligación tributaria 
consiste en el acto o conjunto de actos emanados de la Administración Tributaria con la 
colaboración de los contribuyentes o responsables, destinados a establecer en cada caso 
particular, la configuración del presupuesto de hecho, la medida de lo imponible y el 
alcance de la obligación. 
 
Nuestro Código Tributario expresa en los artículos 158 y 160 que la determinación de la 
obligación es el acto mediante el cual la Administración Tributaria declara sobre base 
cierta, es decir, cuando tiene a mano información o documentos que permitan de 
manera exacta conocer el hecho generador de la obligación; sobre base presunta, 
empleado cuando los hechos y las circunstancias permiten deducir la base imponible, 
porque están vinculados con el hecho generador de la obligación; así como otros 
métodos que establezca la Legislación Tributaria, para determinar la existencia de una 
obligación. 
 
Así pues, una vez concluido el procedimiento de fiscalización, la determinación de la 
obligación tributaria inicia con el traslado al contribuyente por parte de la 
×   ǲ  ǳǡ que es la pretensión de los ajustes o 
reparos de la revisión a la información suministrada por el declarante o las recibidas 
por otras fuentes. Cabe hacer la observación, de que el acta de cargo a la cual nos hemos 
referido no es objeto de recurso, porque constituye un acto de mero trámite en el marco 
del procedimiento administrativo de fiscalización, cuyo acto administrativo resultante 
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  × ǡ       ǲǳǤ Este 
procedimiento de determinación de la obligación tributaria se encuentra regulado en el 
artículo 161 del Código Tributario. 
 
Seguidamente, el contribuyente cuenta con un plazo de quince (15) días hábiles para 
presentar sus correspondientes alegatos y pruebas de descargo. Cabe mencionar que 
este tiene la facultad de solicitar a la Administración, el plazo de días (10) hábiles 
prorrogables por igual término y por una sola vez, para presentar otras pruebas 
consignadas a su favor, de conformidad con el artículo 92 del Código Tributario. 
Asimismo, la Dirección de Grandes Contribuyentes o Administración de Rentas, tiene la 
facultad de requerir información adicional en este período probatorio al contribuyente, 
según Disposición Técnica No. 007-2006. 
 
Llegado a este punto, siendo que el Código Tributario no establece plazos para que la 
Administración Tributaria se pronuncie con respecto a la aceptación o rechazo de los 
argumentos presentados por los contribuyentes, debemos remitirnos a la letra de la 
Disposición Técnica N° 026-2005 del once de octubre del año dos mil cinco, misma que 
determina que una vez vencido el plazo correspondiente para la presentación de 
pruebas, la Administración Tributaria deberá dictar la Resolución Administrativa en un 
plazo de treinta (30) días.  
 
En ese sentido, consideramos necesaria una reforma en el Código Tributario, en la cual 
se obligue a la autoridad fiscalizadora correspondiente a que la resolución 
determinativa sea notificada dentro de un plazo de 30 días posteriores al período de 
pruebas,  ya que el Código solamente se limita, a establecer, en su artículo 162, los 
requisitos que ésta deberá contener.  
 
Esta resolución determinativa deberá ser cumplida por el contribuyente o responsable, 
dentro de los cinco (5) días después de vencido el plazo de ocho (8) días hábiles para la 
interposición del Recurso de Reposición. No obstante, según estipula el artículo 163 del 
Código, el contribuyente no podrá hacer uso de este Recurso cuando se fundamente en 
hechos que no haya presentado oportunamente ante la Administración Tributaria. 
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La resolución determinativa con la cual finaliza el procedimiento de determinación de la 
obligación tributaria es, por su naturaleza, un acto administrativo, es decir, constituye 
una declaración de voluntad de la Administración Tributaria que en el caso concreto 
objeto de tal resolución puede crear, modificar o extinguir derechos del contribuyente.  
 
En consecuencia, la resolución determinativa es susceptible de ser objeto de revisión a 
través de la vía de recursos administrativos, en caso de que el contribuyente considere 
que ha habido errores de hecho o de derecho por parte de la Administración Tributaria 
en los criterios adoptados al momento de dictar dicha resolución, que vulneren o 
pongan en riesgo sus intereses. 
 
4. Mecanismos de defensa de los contribuyentes en materia tributaria 
 
4.1 Introducción  
 
Según nos dice MARTÍN QUERALT, LOZANO SERRANO, TEJERIZO LÓPEZ & CASADO OLLERO (2009), 
los principios del Estado de Derecho, limitativos de los poderes públicos, se proyectan 
sobre la actuación administrativa procurando su sometimiento pleno a la Ley y al 
Derecho.  
 
Así pues, una tutela básica del derecho del contribuyente se encuentra, de acuerdo a las 
consideraciones de HENSEL (2005), en el ordenamiento del procedimiento tributario, 
que tiene su base en los principios de justicia tributaria, mismos que hemos 
desarrollado en el capítulo anterior.  
 
Dentro de este conjunto de principios, el de legalidad destaca como una de las 
consagraciones jurídicas del Estado de Derecho y, al mismo tiempo, uno de los pilares 
fundamentales sobre el que se asienta el Ordenamiento Tributario. 
 
El principio de legalidad, según palabras de GARRIDO FALLA (1989), no solamente supone 
el sometimiento de la actuación administrativa a las disposiciones del Poder Legislativo, 
sino también la sumisión de los actos concretos de una autoridad administrativa a las 
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disposiciones de carácter general previamente dictadas por esa misma autoridad, o, 
incluso, por su autoridad de grado inferior siempre que actúe en el ámbito de su 
competencia.  
 
Es importante destacar que los actos y resoluciones dictados por la Administración 
Tributaria se encuadran dentro de la figura de acto administrativo, por cuanto se trata 
como bien expone ZANOBINI citado en la obra de GARRIDO FALLA (1989), de declaraciones 
de voluntad, de conocimiento o de juicio realizados  por un sujeto de la Administración 
Pública en el ejercicio de una potestad administrativa. 
 
A este respecto, FERREIRO LAPATZA (1977) expresa que el ordenamiento jurídico dota a 
los actos administrativos tributarios, como a todos los actos administrativos, de una 
presunción de legalidad. En palabras de la autora TORREGROSA CARNÉ (2004), los actos 
administrativos tributarios se presumen válidos y en virtud de esta presunción son 
directa e inmediatamente ejecutables. 
 
Conforme a la opinión de GABINO FRAGA (1993), en virtud del principio de legalidad, los 
administrados tienen el poder de exigir a la Administración que se sujete en su 
funcionamiento a las normas legales establecidas al efecto, y que en consecuencia, los 
actos que realice se verifiquen por los órganos competentes, de acuerdo con las 
formalidades legales, por los motivos que fijen las leyes, con el contenido que estas 
señalen y persiguiendo el fin que las mismas indiquen.  
 
Sin embargo, como bien sostiene MARGAIN MANATOU (1985), no siempre la actuación de 
la autoridad administrativa se ajusta a los ordenamientos en que se funda, ya sea por 
interpretaciones erróneas, exceso en el cumplimiento de sus funciones o 
arbitrariedades de los funcionarios encargados de aplicarlos, lo cual deviene en una 
violación clara de los derechos de los administrados. 
 
Para procurar que los actos de la Administración Tributaria se produzcan de acuerdo a 
Derecho, FERREIRO LAPATZA (1977) señala que la presunción de legalidad a la que hemos 
aludido no es indestructible: los actos administrativos tributarios pueden ser objeto de 
Claudia  Moreno Gaitán       Gloria Pérez Esquivel 
63 
 
examen, es decir, pueden ser sometidos de nuevo a análisis para, en su caso, corregirlos 
o enmendarlos.  
 
Así pues, frente a actos que transgredan el ordenamiento aplicable, se reconoce la 
necesidad, según nos enseña MARGAIN MANATOU (1985), de dotar a los particulares de 
recursos o medios de defensa ante la propia Administración Pública por virtud de los 
cuales pueda lograrse la nulidad de los actos o resoluciones dictadas con violación a la 
ley aplicada. Dicho de otro modo, si los afectados no están de acuerdo con sus actos o 
dudan de su legalidad, MARTÍN QUERALT, LOZANO SERRANO, TEJERIZO LÓPEZ & CASADO OLLERO 
(2009) expresan que han de asumir la carga de impugnarlos.  
  
Sin embargo, autores como GARCÍA DE ENTERRÍA & FERNÁNDEZ (1993), plantean la 
discusión que surge entre la doctrina acerca de la naturaleza del recurso administrativo 
como verdadera garantía de defensa para el administrado; por una lado, argumentan 
que, si bien la resolución de los recursos se realiza a través de unos trámites y de unas 
formas con figura de juicio, es innegable que la Administración reúne, al conocer de los 
recursos que se interponen ante ella, una doble condición de juez y de parte, por lo cual, 
se observa que hace falta ese elemento decisivo al momento de definir y configurar una 
jurisdicción verdadera y propia: la neutralidad e independencia del órgano llamado a 
decidir la controversia; asimismo, siendo que la vía administrativa constituye un 
presupuesto necesario de la impugnación jurisdiccional de recurso, opinan estos 
autores, que ello representa en cierta medida, una correlativa carga para los 
administrados. 
 
A diferencia del Derecho Francés, en el que los recursos administrativos constituyen 
solo una alternativa, por la que el particular puede optar, aplazando así hasta que se 
produzca la resolución de los mismos, la impugnación en vía jurisdiccional de los actos 
que le afectan, en nuestro Derecho no hay tal posibilidad de elección. La regla general de 
nuestro sistema en materia de recursos administrativos, Ȃno obstante las escasas 
Excepciones al Principio de Definitividad, referidas en las sentencias 5/2005 de la Sala 
de lo Constitucional y 48/2005 de la Corte Plena-, es que estos constituyen un 
presupuesto necesario de la impugnación jurisdiccional, y en este sentido tienen que ser 
considerados forzosamente  como un privilegio para la Administración, que impone a 
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los particulares la carga de someter ante ella misma los conflictos antes de 
residenciarlos ante el Juez. 
 
Finalmente, estos autores sostienen que para devolver a los recursos administrativos su 
sentido primario de garantía, sería conveniente que la vía administrativa de recurso se 
configurara con carácter facultativo; la utilización de la vía administrativa de recurso 
debería ser opcional para los afectados por el acto administrativo, a quienes 
correspondería valorar en exclusiva la conveniencia o no de agotar las posibilidades de 
arreglo de sus diferencias, antes de acudir a la vía, indudablemente más costosa, del 
proceso. Concluyen pues, que debe dejarse despejado el acceso a los Tribunales para 
quien esté dispuesto a invocar directamente la vía jurisdiccional. 
 
4.2 Concepto y características 
 
El autor GABINO FRAGA (1993) define el recurso administrativo de la siguiente manera:  
 
Es un medio legal de que dispone el particular, afectado en sus derechos o 
intereses por un acto administrativo determinado, para obtener en los 
términos legales, de la autoridad administrativa una revisión del propio acto, 
a fin de que dicha autoridad lo revoque, lo anule o lo reforme, en caso de 
encontrar comprobada la ilegalidad o la inoportunidad del mismo (p. 435). 
 
Por su parte, MARGAIN MANATOU (1985), nos ofrece la siguiente definición: 
 
El recurso administrativo es todo medio de defensa al alcance de los 
particulares para impugnar, ante la administración pública, los actos y 
resoluciones por ella dictados en perjuicio de los propios particulares, por 
violación al ordenamiento aplicado o falta de aplicación de la disposición 
debida (p. 14). 
 
Como elementos característicos del recurso administrativo pueden señalarse los 
siguientes (RIZO OYANGUREN, 1992): 
 
1. La existencia de una resolución administrativa que afecte un derecho o un interés 
legítimo del particular recurrente. 




2. La fijación en la ley de las autoridades administrativas ante quienes debe 
presentarse. 
 
3. La fijación de un plazo dentro del cual deba interponerse el recurso. 
 
4. Los requisitos de forma y elementos que deben incluirse en el escrito de 
interposición del recurso. 
 
5. La fijación de un procedimiento para la tramitación del recurso, especificación de 
pruebas, etc. 
 
6. La obligación de la autoridad revisora de dictar nueva resolución en cuanto al fondo. 
 
Nuestro ordenamiento jurídico contempla la posibilidad de impugnar los actos o 
resoluciones de la administración que de algún modo causen perjuicio a los derechos de 
los contribuyentes. Así el artículo 93 del Código tributario expresa literalmente: 
 
Los actos y resoluciones que emita la Administración Tributaria por los que se 
determinen tributos, multas y sanciones o que afecten en cualquier forma los 
derechos de los contribuyentes o de los responsables, así como las omisiones, 
podrán ser impugnados por los afectados en las formas y plazos que establece 
este Código. 
 
Sin embargo, según el artículo 95 del Código Tributario, la sola interposición del 
recurso, no detiene la ejecución del acto, si no que es preciso que esta sea solicitada por 
el recurrente, y de este modo, se obtenga su correspondiente suspensión.  
 
4.3 Requisitos para su interposición 
 
El artículo 94 del Código Tributario contiene los requisitos establecidos para la 
interposición de los recursos contra los actos de la Administración Tributaria: 
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1. Indicación de la autoridad, funcionario o dependencia a que se dirigen (según lo 
dispuesto para cada recurso); 
 
2. Número de Registro Único del Contribuyente o Responsable (RUC) y número de 
Cédula de Identidad; 
 
3. Nombres, apellidos y generales de ley del recurrente. Cuando no actúe en 
nombre propio, deberá acreditar su representación, acompañando escritura  
pública del Poder con una fotocopia; 
 
4. Reseña del acto o disposición que se objeta y la razón de su impugnación con la 
relación de hechos, puesto que es necesario la existencia de un acto o resolución 
que afecte un derecho o interés de un particular; 
 
5. Petición que se formula, exposición de los perjuicios directos o indirectos que se 
causan y bases legales y técnicas que sustentan el recurso. 
 
6. Señalamiento de su domicilio tributario para notificaciones; y, 
 
7. Lugar, fecha y firma del recurrente o su huella digital, en caso de que no pueda 
firmar. 
 
Asimismo en este artículo, se establece que la existencia de errores u omisiones de 
cualquiera de los requisitos antes descritos, no es motivo para rechazar el recurso. La 
Administración Tributaria mandará a subsanar el escrito al contribuyente dentro del 
mismo plazo señalado para aportar las pruebas, después de efectuada la 
correspondiente notificación. 
 
En el caso que el recurrente no subsane en tiempo y forma los errores indicados, la 
Administración Tributaria declarará de oficio la deserción del recurso presentado y se 
ordenará el archivo de las diligencias, indicando que por el periodo de un año con 
posterioridad a la fecha de esta resolución; en este caso, el recurrente no podrá 
reintentar acción alguna que recaiga sobre los mismos hechos en que se fundó la acción 
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sobre la que ha recaído esta declaratoria de deserción y archivo mismo de las 
diligencias.  
 
De la lectura de estos requisitos, se evidencia el carácter antiformalista del 
procedimiento administrativo, pues se establece que la interposición de los recursos se 
hará en papel común, así como la posibilidad de colocar la huella digital en caso de no 
poder firmar, todo ello con el fin de procurar su eficacia y celeridad. 
4.4 Plazos 
 
El artículo 7 de Código Tributario contempla que los plazos correrán desde la media 
noche del día de inicio del mismo y se contarán de la siguiente manera: 
 
1. Los plazos correspondientes a meses y años, serán continuos  y terminarán el día 
equivalente del año o mes respectivo; 
 
2. Salvo que la ley establezca lo contrario, los plazos fijados en días se tendrán por días 
hábiles según el Derecho Civil. En los casos que corresponda, los plazos se contarán 
a partir del día hábil inmediato siguiente al de la notificación; y, 
 
3. Los plazos que vencieran en día inhábil, o en día en que los órganos de la 
Administración Tributaria no desarrollen actividades por cualquier causa, se 
entenderán prorrogados hasta el día hábil inmediato siguiente. 
 
No obstante lo anterior, es preciso mencionar la existencia de la Disposición Técnica 20-
2007, del 18 de octubre de 2007, misma en la cual la DGI, teniendo en consideración la 
crisis energética que atravesaba el país en ese momento y con el objetivo de facilitar a 
los contribuyentes sus gestiones y actuaciones administrativas, dispuso que los plazos 
establecidos en día o días hábiles se computarían de lunes a viernes, sin tomar en 
cuenta para dicho cómputo los días sábados y domingos, ni los días de asueto o feriados.  
 
Desde entonces hasta esta fecha, se ha mantenido vigente la aplicación de esta medida, 
misma que, desde un punto de vista práctico, favorece a los contribuyentes, pues les 
otorga un mayor tiempo para la interposición de recursos y demás, así como también a 
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la Administración Tributaria, quien cuenta con periodo más extenso para emitir las 
correspondientes resoluciones. 
 
Sin embargo, es necesario destacar, de conformidad con lo establecido en el artículo 141 
de la Constitución Política y el Título Preliminar XXXIV del Código Civil, que una Ley solo 
puede ser derogada o reformada por medio de otra ley, por lo cual, se deduce que esta 
Disposición Técnica carece de validez legal, pues se dedica a regular la forma en que se 
deben computar los plazos, disposición que ya se encuentra establecida en el artículo 7 
del Código Tributario, que bien hemos señalados al inicio del presente acápite.  
 
El artículo 7 expresa que en todos los plazos establecidos para la interposición o 
contestación de los recursos, se adicionará el término de la distancia, según lo 
establecido en el Código de Procedimiento Civil.  Asimismo, se estará a lo dispuesto  en 
el Código de Procedimiento Civil en lo relativo  al caso fortuito o fuerza  mayor. 
 
A este respecto, el artículo 29 del Código de Procedimiento Civil otorga un día por cada 
treinta kilómetros de distancia del lugar en que resida el Juez o el Tribunal. Asimismo, la 
Disposición Técnica No. 20-2007, dispone que se añaden a los términos de Ley 3 días 
por 70 kilómetros de distancia de la DGI o Administración de Renta, 2 por los primeros 
60 kilómetros y 1 día más por los 10 kilómetros siguientes. 
 
El inicio de un plazo comenzará a partir de la notificación del acto o de la resolución; el 
incumplimiento en la notificación o en los trámites legales para hacerla efectiva, 
provocará que los plazos no corran, pues bajo ficción de Ley, no existe aún acto o 
resolución que sea vinculante para el contribuyente. Éstos surtirán efecto cuando se 
configure una correcta notificación. 
4.5 Prueba 
 
Como bien hemos señalado con especial énfasis en los acápites anteriores, uno de los 
caracteres esenciales del acto administrativo, -específicamente en el ámbito de estudio 
del acto administrativo tributario-, es el de legalidad, entendida esta como la presunción 
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de validez del acto administrativo, mientras su posible nulidad no haya sido declarada 
por autoridad competente. 
 
Así pues, los actos administrativos, por serlo, tienen a su favor la presunción de 
constituir el ejercicio legítimo de la autoridad administrativa tributaria y por 
consiguiente, toda invocación de nulidad contra ellos debe ser necesariamente alegada y 
probada en juicio; todo ello en defensa del contribuyente, en caso de que se hayan 
desconocido o transgredido principios de justicia tributaria o las garantías contenidas 
en nuestra Constitución Política. 
 
Según el autor DROMI (1997), la presunción de legalidad es la suposición de que el acto 
fue emitido conforme a derecho, dictado en armonía con el ordenamiento jurídico. La 
legalidad justifica y avala la validez de los actos administrativos; por eso crea la 
presunción de que son legales, es decir, se los presume válidos y que respetan las 
normas que regulan su producción.  
 
La presunción de legalidad indiscutiblemente se caracteriza por ser una presunción 
legal relativa, calificada clásicamente por la doctrina como presunción iuris tantum, que 
implica que puede ser desvirtuada por el interesado demostrando que el acto viola el 
orden jurídico, o dicho en palabras de PARADA (1996), que admite pruebas en contrario 
en todo tipo de procedimientos o procesos impugnativos en los que frontalmente se 
discuta sobre su invalidez. Por lo tanto, no se trata de un valor, absoluto o iuris et de 
iure, sino que es un juicio hipotético que puede ser invertido acreditando que el acto 
tiene ilegitimidad. 
 
Para que las presunciones legales iuris tantum, estén de acuerdo con el principio de 
seguridad jurídica, tienen que ser abstractas y genéricas (no singulares y referidas a un 
sujeto concreto). La generalidad y la abstracción son garantía de imparcialidad. La 
admisión de la prueba en contrario por la Administración debe inspirarse en las mismas 
reglas de lógica y prudencia en que se inscribe la presunción misma y atender a la 
realidad social en que puede darse la excepción y a la prueba aportada por el sujeto 
pasivo (CALVO ORTEGA, 1997). 
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Es indiscutible la importancia del acto de la prueba en todos los procedimientos que 
versan sobre la aplicación de los tributos. El autor PARADA (1996) expresa que la prueba 
es aquella actividad que se desarrolla durante el procedimiento para acreditar la 
realidad de los hechos y, en su caso, la vigencia y existencia de las normas aplicables, 
cuando lo uno y lo otro constituyen presupuestos ineludibles de la resolución que ha de 
dictarse. Por su parte, CALVO ORTEGA (1997), nos dice que la prueba consiste en la 
verificación de un hecho que pueda dar lugar al nacimiento de una obligación misma o 
de cualquier aspecto que incida sobre la cuantificación de la obligación o su atribución a 
un sujeto de derecho; recorriendo, de este modo, todo el esquema fáctico de la 
obligación jurídica tributaria.  
 
Como es posible deducir, en los actos administrativos, la presunción de legalidad atañe 
a la carga de la prueba y fija una regla de inversión de la carga probatoria. Esto significa 
que el que impugna la legalidad de un acto producido por la Administración Tributaria, 
carga con la prueba en toda circunstancia (DROMI, 1997). 
 
Los argumentos anteriormente expresados coinciden perfectamente con lo establecido 
en el artículo 89 del Código Tributario, mismo que con claridad determina que en los 
procedimientos tributarios administrativos o jurisdiccionales, quien pretenda hacer 
valer sus derechos o pretensiones, deberá probar los hechos constitutivos de los 
mismos.  
 
Los medios de prueba permitidos en el Procedimiento Tributario Nicaragüense se 
encuentran contemplados en el artículo 90 del Código Tributario, a saber: 
 
1. La cosa Juzgada; 
 
2. Los documentos, incluyendo fotocopias debidamente certificadas por Notario o por 
funcionarios de la Administración Tributaria, debidamente autorizados, conforme la 
Ley de Fotocopias;  
 
3. La confesión; 
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4. Los dictámenes fiscales;  
 
5. La deposición de testigos;  
 
6. Las presunciones e indicios, siempre y cuando la Administración Tributaria tenga 
bases legales para comprobar el hecho; y, 
 
7. Otros medios de prueba derivados de los avances tecnológicos, que sean 
verificables, soportados técnicamente y que produzcan certeza de los hechos, tales 
como: Las grabaciones directas de voces, los videos, llamadas telefónicas, mensajes 
por telefonía celular, correos electrónicos y/o transacciones por redes informáticas.  
 
Es preciso señalar que, de conformidad con el artículo 92 del Código Tributario, el 
contribuyente o responsable cuenta con un término de diez días hábiles, prorrogables 
por igual término y por una sola vez, contados a partir del día siguiente en que los 
auditores notifiquen el requerimiento respectivo, para presentar los correspondientes 
medios de prueba ante la Administración Tributario, en el ámbito referido a la actividad 
fiscalizadora. 
 
Asimismo, cabe mencionar que los medios de prueba solicitados por la Administración 
Tributaria que no fueren presentados por el contribuyente o responsable en el plazo 
anteriormente referido, no podrán tenerse como prueba a su favor, en ulteriores 
recursos, salvo caso fortuito o fuerza mayor, debidamente demostradas por el 
contribuyente. 
 
4.6  La resolución del recurso tributario 
   
El autor RIZO OYANGUREN (1992), nos señala que la conclusión normal de un recurso 
administrativo ocurre cuando el órgano competente emite una resolución 
administrativa expresa, que bien puede ser favorable o desfavorable a la pretensión del 
recurrente. Asimismo expresa que por su naturaleza jurídica, las resoluciones que 
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con todos los caracteres que le son propios. 
 
Así pues, una vez considerados los alegatos y pruebas vertidos durante el 
procedimiento administrativo, en virtud de un recurso interpuesto por el contribuyente, 
la Administración Tributaria se encuentra obligada a emitir una resolución, misma que, 
invariablemente, deberá estar ajustada a derecho, es decir, debidamente fundada y 
motivada, en cumplimiento con los requisitos previstos por la ley.  
 
Al referirnos a la motivación de una resolución, RIZO OYANGUREN (1992), nos dice que se 
trata de la exposición de las razones que han inducido a la Administración a la 
emanación del mismo. 
 
Es menester decir que, nuestro Código Tributario no contempla los requisitos que 
deben contener las resoluciones emitidas por las autoridades competentes, sin 
embargo, como bien se ha señalado anteriormente, en virtud del artículo 4 del Código 
Tributario, se aplicarán supletoriamente las disposiciones que para tal efecto señalen 
las normas de Derecho Común. 
 
Al respecto, tanto el Código de Procedimiento Civil como la Ley  260, Ley Orgánica del 
Poder Judicial coinciden en que, una vez analizados los argumentos expresados por las 
partes en los recursos interpuestos en defensa de sus derechos, las resoluciones que 
emitan las autoridades competentes, deberán exponer los motivos en los cuales se 
fundamentan o las consideraciones de hecho o de derecho en que se fundan. 
 
Asimismo, es aplicable en lo que concerniese, lo dispuesto en el artículo 162 del Código 
Tributario, el cual expone los requisitos que debe cumplir la Resolución de 
Determinación de la obligación tributaria, mismos que se enumeran a continuación: 
 
1. Lugar y fecha; 
 
2. Número de registro del contribuyente o responsable; 
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3. Número de Cédula de identidad; 
 
4. Indicación del tributo y del período fiscal correspondiente; 
 
5. Apreciación de las pruebas y de las defensas alegadas; 
 
6. Fundamentos de la decisión; 
 
7. Elementos inductivos aplicados, en caso de estimación y base presunta; 
 
8. Discriminación de los montos exigibles por tributos, multas y sanciones, según los 
casos; la declaración expresa que la presente resolución es recurrible y la 
designación de la autoridad competentemente ante quien se puede recurrir; y 
 
9. Firma del funcionario autorizado. 
 
Resulta evidente que la motivación aparece como una necesidad tendiente a la 
observancia del principio de legalidad en la actuación de los órganos estatales y que 
desde el punto de vista del particular o administrado, traduce una exigencia fundada en 
la idea de una mayor protección de los derechos individuales, ya que de su 
cumplimiento depende que el administrado pueda conocer de una manera efectiva y 
expresa los antecedentes y razones que justifiquen el dictado de dicho acto. 
 
4.7  El Silencio Administrativo 
 
Los órganos de la Administración Tributaria tienen el deber de resolver las cuestiones 
que les son planteadas por los contribuyentes y/o responsables; sin embargo, puede 
suceder que las autoridades competentes demoren o bien omitan dictar una resolución 
en los plazos establecidos, ya sea por negligencia, falta de capacidad, intencionalmente o 
de mala fe, aun cuando los interesados reiteren sus peticiones en forma verbal o escrita. 
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Así pues, cuando la Administración no responde a las consultas, peticiones, 
reclamaciones, quejas o recursos planteados por los administrados, se dice que opera la 
figura del Silencio Administrativo.  
 
En un sentido riguroso, el autor ENTRENA CUESTA (1989) nos dice que se habla de silencio 
administrativo cuando el ordenamiento jurídico, ante la falta dentro del plazo para ello 
establecido, de un pronunciamiento que la Administración tiene el deber de efectuar, 
presume la existencia de un acto- que puede tener carácter positivo o negativo, como 
medio para salvaguardar los derechos e intereses de quienes formulan las peticiones, 
reclamaciones o recursos no resueltos, o bien en aras de la celeridad y eficacia 
administrativa. 
 
Autores tales como RIZO OYANGUREN (1992); MARTÍN MATEO (1974) y GARCÍA DE ENTERRÍA 
(2004), explican el silencio administrativo, desde la teoría de los actos presuntos; es 
decir, que ante la inactividad de la Administración, para evitar mayores perjuicios a los 
administrados, la Ley interpreta el silencio en un determinado sentido, al objeto de 
evitar una paralización perjudicial de las tramitaciones administrativas trascendentes 
para las posibilidades de actuación o de recurso, de los particulares. 
 
A este punto, la cuestión que se plantea entonces, es la de saber si la inactividad 
administrativa produce en estos casos efectos jurídicos y, en caso de que los produzca, 
si al silencio hay que darle un valor positivo (favorable a la petición o reclamación del 
particular) o negativo (es decir, desestimatorio) (GARRIDO FALLA, 1989). 
 
Una parte de la doctrina, según nos explica RIZO OYANGUREN (1992), se ha inclinado a la 
solución de que si en el término señalado por la Ley, la Administración permanece en 
silencio se debe, a falta de disposición expresa, presumir que hay una resolución 
negativa, -esto es, el Silencio Administrativo en sentido Negativo-, y consideran que esta 
es la única solución razonable, puesto que con ella queda a salvo el principio de que solo 
la Administración ǲadministraǳ, pues de otra manera, argumentan estos autores, tendría 
que ser el  particular el que sustituyere a la Administración presumiendo una resolución 
favorable, con la consecuencia de que este, subordinaría a sus intereses privados los 
intereses públicos.  




Por otra parte, se dice respecto del Silencio Administrativo Positivo, que ante el mero 
vencimiento del plazo establecido para resolver, se determina el surgimiento de una 
resolución positiva en los procedimientos iniciados a solicitud de los administrados, lo 
cual puede interpretarse como un medio de defensa de los intereses de los particulares 
y un modo de presión a los funcionarios para que cumplan con sus funciones en los 
plazos que la Ley contempla. 
 
En nuestro ordenamiento jurídico tributario, opera la figura del Silencio Administrativo 
Positivo, lo cual da lugar a que se declaren las pretensiones presentadas por el 
recurrente a favor de él, situación que puede considerarse como una garantía para el 
contribuyente de que obtendrá una respuesta a sus pretensiones en el plazo 
correspondiente y un incentivo a la Administración Tributaria a que cumpla con dichos 
plazos. 
 
Lo anterior se deduce de la lectura de los artículos 97, 98 y 99 del Código Tributario, en 
los cuales se determina que, una vez transcurrido los plazos establecidos para emitir la 
respectiva resolución, y ante la falta de un pronunciamiento escrito y su debida 
notificación al recurrente, operará el silencio administrativo positivo, por lo que se 
tendrá lo planteado o solicitado por éste, como resuelto de manera positiva. 
 
Asimismo, el artículo 100 del mismo Código contempla que al operar la figura del 
Silencio Administrativo, debido al incumplimiento de funciones por parte de las 
autoridades competentes, conlleva a la aplicación de las sanciones establecidas en el 
Código, bajo el procedimiento que estipule la normativa institucional respectiva. Lo 
anterior resulta lógico pues, al ser favorable cualquier pretensión intentada por el 
administrado, que bien podría no tener sustento legal o no estar ajustada a los 
lineamientos básicos de los principios de justicia tributaria, devendría en un menoscabo 
a los intereses de la Administración en su función recaudatoria de impuestos. 
 
No obstante lo anterior, encontramos que el procedimiento para la imposición de dichas 
sanciones no ha sido desarrollado en ninguna normativa institucional, tampoco se ha 
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determinado quién debe ser la autoridad competente para tales efectos, por lo cual, se 
deduce la inaplicabilidad de este artículo. 
 
Consideramos que la adopción del Silencio Administrativo Positivo en esta materia, es 
un reflejo de la protección que se manifiesta en el artículo 52 del texto constitucional, 
mismo que exige a los Poderes del Estado o a cualquier autoridad, dar una pronta 
respuesta y comunicar lo resuelto en los plazos que la Ley establezca, a las peticiones, 
denuncias o críticas que hicieren los ciudadanos, en forma individual o colectiva. 
 
4.8. Recursos de los contribuyentes contenidos en el Código Tributario 
 
Si partimos de la existencia de un acto administrativo, es posible observar que el 
ordenamiento jurídico plantea la posibilidad de su modificación, sustitución o 
eliminación en virtud de otro acto posterior dictado en el seno de la Administración, por 
el mismo órgano que emanó el acto o por otro superior, a instancia de la parte 
interesada.  
 
Así pues, como bien hemos manifestado en el desarrollo de este segundo capítulo, la 
existencia de recursos utilizables por los contribuyentes, se basa en el lógico 
ofrecimiento a éstos, por parte del orden jurídico, de una facultad de defensa ante 
eventuales violaciones de sus derechos o atentados a sus intereses, por parte de la 
Administración Tributaria.  
 
La Administración tiene así, en virtud de estos recursos, la oportunidad de revisar sus 
conductas, rectificando las desviaciones en que pueda haber incurrido frente a lo 
dispuesto por el ordenamiento jurídico o simplemente, sin que se haya producido 
ilegalidad, adoptando una nueva decisión más razonable.  
 
Nuestra legislación contempla en el artículo 96 del Código Tributario la procedencia de 
los siguientes recursos: 
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1. Recurso de Reposición. Se interpondrá ante el propio funcionario o autoridad que 
dictó la resolución o acto impugnado;  
 
2. Recurso de Revisión. Se interpondrá ante el Titular de la Administración Tributaria; 
 
3. Recurso de Apelación. Se interpondrá ante el Titular de la Administración Tributaria, 
quien a su vez lo trasladará ante el Tribunal Tributario Administrativo.  
 
4. Recurso de Hecho. El que se fundará y sustanciará de acuerdo a los procedimientos, 
requisitos, ritualidades y demás efectos establecidos en el Código de Procedimiento 
Civil de la República de Nicaragua.   
 
4.8.1 Recurso de Reposición   
 
El recurso de reposición es aquel que se interpone ante la propia autoridad 
administrativa que ha dictado un acto o pronunciado una decisión administrativa, y 
tiene por fin someter determinadas consideraciones a la indicada autoridad para que 
ésta, por acto de contrario imperio, revoque el acto o decisión recurridos (MARTÍN MATEO 
1974;  ALESSI, 1970 & VILLAR Y ROMERO, 1944). 
 
La nota característica de este recurso radica, precisamente, en que el acto 
administrativo recurrido se somete a la consideración del propio órgano que lo ha 
dictado para que, en una primera instancia, y en el ejercicio de su potestad, decida 
rectificarlo, o en su caso, confirmarlo (ESEVERRI, 2008). Es por ello clasificado por la 
doctrina como un medio de impugnación horizontal (BÁEZ CORTÉS & BÁEZ CORTÉS, 2007). 
 
El recurso de reposición constituye un trámite previo para los demás recursos, de tal 
modo que es imprescindible la interposición del mismo para poder acceder a cualquiera 
de los otros contenidos en el Código Tributario. 
 
Se dice que el recurso de reposición es una especie de acto de conciliación, un intento de 
la Administración para reconsiderar sus actuaciones, para que a la vista de su anterior 
decisión y en caso de estimar que era ilegítima, modifique el acto (MARTÍN MATEO, 1974). 
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La doctrina ha discutido ampliamente en torno al fundamento y a la eficacia de este 
recurso. Por una parte, las opiniones que apoyan la instauración del mismo, sostienen 
que con este, se persigue agilizar la sustanciación de los procedimientos respecto de 
aquellos actos que, por contrarios a Derecho, pueden ser objeto de modificación por el 
mismo órgano que los ha dictado; asimismo, se concibe como un procedimiento rápido 
en su tramitación; y finalmente, consideran que se trata de un recurso que materializa la 
verdadera revisión en sede administrativa a la que se somete el acto, al ser el propio 
órgano administrativo que lo dictó quien, en primera línea, emite un juicio sobre su 
legalidad (ESEVERRI, 2008). 
 
Las opiniones adversas se apoyan fundamentalmente en la consideración psicológica de 
que la autoridad que ha dictado un acto, no se siente propicia a volver de su criterio y 
revocarlo (TORREGROSA CARNÉ, 2004), tomando en cuenta que la mayor parte de las 
resoluciones que ponen fin a este recurso, se limitan a ratificar el contenido del acto 
administrativo recurrido, sin apuntar fundamento alguno que venga a razonar el 
ajustado pronunciamiento de la Administración cuando dictó el acto. En consecuencia, 
la resolución de este recurso se ha limitado a ser mera reproducción del contenido del 
acto recurrido en el que, raramente, se someten a consideración las alegaciones del 
recurrente. Es por lo anterior que, los ciudadanos han perdido confianza en su eficacia, 
convirtiéndose entonces, en una instancia revisora, poco operativa y escasamente 
justificativa de los objetivos que con su implantación se pretendieron (ESEVERRI, 2008). 
 
Efectivamente, la realidad jurídica en sede tributaria, ha llevado a los contribuyentes, en 
la mayoría de los casos, a no confiar en el éxito de un recurso que se interpone ante la 
propia  autoridad u organismo que ha desestimado con anterioridad sus pretensiones 
iniciales; resultando, por ello, en una dilación que perjudica tanto a la Administración 
como al recurrente; pese a que, como bien se ha expuesto, su correcto uso y 
entendimiento por ambas partes, podría subsanar rápidamente errores cometidos sin 
necesidad de acudir a los largos y complicados trámites de recursos de segunda 
instancia. 
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El recurso de reposición se interpone, de conformidad con el artículo 97 del Código 
Tributario, ante la propia autoridad que dictó el acto o decisión que se impugna, siendo 
el caso, la Administración de Rentas correspondiente o Dirección de Grandes 
Contribuyentes. La tramitación que establece el Código, se caracteriza por su sencillez,  
iniciando con la interposición del escrito por medio del cual el particular recurre y 
pudiendo darse dicha interposición por sí o por medio de representante.  
 
El plazo para la interposición de este recurso será de ocho (8) días hábiles después de 
notificado el contribuyente y de diez (10) días hábiles para la presentación de pruebas, 
ambos contados a partir de la fecha de notificación del acto o resolución que se 
impugna.  
 
La autoridad decide mediante resolución expresa en un plazo de treinta (30) días 
hábiles, contados a partir de la fecha de presentación del recurso. Transcurrido este 
plazo sin pronunciamiento escrito y debidamente notificado al recurrente, operará, 
según hemos abordado en el acápite anterior, la figura del silencio administrativo 
positivo, en virtud del cual, se tendrá lo planteado o solicitado por el recurrente, como 
resuelto de manera positiva.  
 
De la lectura de este artículo, es preciso destacar que los momentos procesales 
correspondientes a la etapa explicatoria o expositiva, es decir de interposición del 
recurso; y a la etapa probatoria, no se encuentran debidamente diferenciados entre sí,  
lo cual suscita una evidente confusión entre ellos, en el sentido de que para el periodo 
probatorio, la autoridad competente emplaza desde el momento que notifican al 
contribuyente del acto o resolución y no desde la interposición del recurso, de modo 
que si el contribuyente presentara el Recurso de Reposición a los ocho (8) días, después 
de haber sido notificado, contaría solo con dos (2) días, para presentar las pruebas de 
descargo. 
 
Esta situación se  agrava, al tomar en cuenta que el momento establecido por la Ley para 
la subsanación del escrito de recurso, deberá de darse dentro del período previsto para 
la aportación de pruebas, lo cual evidentemente, deja en total indefensión al 
contribuyente. 
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Es innegable entonces, que la configuración normativa de este recurso, deviene en una 
clara violación del principio del debido proceso, por razón de que no se otorga al 
contribuyente de un momento procesal eficaz y eficiente para la aportación de las 
pruebas que tenga a bien. 
 
Asimismo, consideramos que la forma como se encuentra regulado este recurso infringe 
lo dispuesto por el artículo 34 numeral 4 de la Constitución Política, en lo que respecta 
al derecho de intervención y defensa desde el inicio del proceso y a disponer de tiempo 
y medios adecuados para la defensa; principio que tiene su origen en el Pacto de San 
José (arto. 8 fracción Primera), mismo que reza: ǲser oída 
con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la 
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
ǥǳ 
 
4.8.2 Recurso de Revisión 
 
El autor CABANELLAS DE TORRES (2008), expone respecto de este recurso, que se trata de 
una de las especies del recurso administrativo, por el cual se acude ante el superior del 
que ha dictado una resolución que se impugna o por un acto perjudicial no revocado por 
el mismo, pese al interpuesto recurso de reposición. 
 
Se dice entonces, que se trata de un medio de impugnación vertical o de segunda 
instancia, pues conoce y resuelve del mismo una autoridad distinta de la que dictó el 
acto, sometiéndole íntegramente la decisión adoptada por el inferior, atacando el fondo 
o contenido de esta decisión, todo ello con el fin de que el superior la revoque o dicte en 
su lugar otra nueva. 
 
Se encuentra regulado en el artículo 98 del Código Tributario, mismo que establece que 
se interpondrá ante el Titular de la Administración Tributaria, entiéndase el Director de 
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la Dirección General de Ingresos, en contra de la Resolución del Recurso de Reposición 
promovido.  
 
El plazo para la interposición de este recurso será de diez (10) días hábiles contados a 
partir de la fecha en que fue notificada por escrito la resolución sobre el Recurso de 
Reposición promovido y habrá un periodo común de diez (10) días hábiles para la 
presentación de pruebas. 
 
En este punto, es necesario comentar que en la configuración de este artículo, si bien se  
específica la duración del período probatorio, no se deja claramente definido por la 
norma en qué momento empieza a correr dicho período, lo cual podría prestarse a una 
interpretación ambigua; en un primer sentido, que el período probatorio inicia desde el 
momento de interposición del recurso, en un segundo, que este empieza a correr desde 
la admisión del recurso y apertura a prueba notificada por la Administración Tributaria.  
 
El Director de la Dirección General de Ingresos deberá pronunciarse en un plazo de 
cuarenta y cinco (45) días contados a partir del vencimiento del plazo para presentar las 
pruebas, indicado anteriormente. Transcurrido este plazo, sin pronunciamiento escrito 
del Titular de la Administración Tributaria, debidamente notificado al recurrente, se 
entenderá que opera la figura del Silencio Administrativo Positivo. 
 
4.8.3 Recurso de Apelación 
 
El procesalista JAIME GUASP (1956), expresa respecto de la apelación, que se trata de un 
proceso de impugnación a través del cual se pretende la eliminación y sustitución de 
una resolución por el superior inmediato jerárquico del que dictó la resolución 
impugnada.  
 
El recurso de apelación o de alzada, llamado también recurso jerárquico, es en opinión 
de RIZO OYANGUREN (1992), el recurso ordinario por excelencia, el medio habitual para 
apurar la vía administrativa y de llegar a una resolución que, por causar estado de dicha 
vía, esto es, por llegar al extremo de la línea jerárquica, deja expedita la jurisdiccional.  
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Propiamente en sede tributaria, el Recurso de apelación es un recurso ordinario que el 
contribuyente tiene derecho a impulsar contra la resolución dictada por el Director de 
la DGI, por considerar que lesiona sus intereses, para que el expediente sea examinado 
en la siguiente instancia. 
 
Es la decisión que agota la vía administrativa, trasciende la esfera de la DGI para ser 
conocida y fallada por una instancia superior, el Tribunal Tributario Administrativo. 
 
Una parte de la doctrina considera que la relación de jerarquía que da a la autoridad 
superior facultades para revisar los actos del inferior, en los casos en que la ley lo 
autoriza, constituye un medio establecido a favor del buen funcionamiento de la 
organización administrativa y que solo por reflejo se traduce en beneficio de los 
particulares.  
 
El procedimiento a seguir respecto del recurso de apelación se encuentra regulado en el 
artículo 99 del Código Tributario, mismo que establece que una vez resuelto el Recurso 
de Revisión, el contribuyente podrá interponer el Recurso de Apelación ante el Titular 
de la Administración Tributaria, es decir, el Director de la DGI, para que éste lo traslade 
al Tribunal Tributario Administrativo.   
 
El plazo dispuesto para la interposición del Recurso de Apelación es de quince (15) días 
hábiles, contados desde la fecha en que fue notificada por escrito la resolución sobre el 
Recurso de Revisión; asimismo, la Ley dispone que el recurso deba interponerse en 
original y una copia. 
  
No obstante, la Ley no prevé expresamente un plazo o momento para la expresión de 
agravios; de la interpretación de la misma se infiere que la expresión de agravios deberá 
hacerse en el mismo escrito de interposición del Recurso de Apelación, tomando en 
cuenta que el artículo 94 del Código Tributario, establece en sus incisos 4 y 5 que el 
recurso debe contener una reseña del acto o resolución que se impugna, los 
fundamentos de la impugnación, así como señalar los perjuicios que le son causados. 
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Una vez recibido el Recurso de Apelación, su original es remitido al Tribunal Tributario 
Administrativo en los diez (10) días siguientes a la fecha de recepción del recurso por 
parte del Titular de la Dirección General de Ingresos, quien deberá presentar la 
contestación de agravios  en  los quince (15) días siguientes a la fecha de recepción del 
original del recurso de apelación remitido al Tribunal Tributario Administrativo.  
 
Llegado a término el plazo para la contestación de agravios antes referida, el Tribunal 
Tributario Administrativo abrirá a pruebas en un plazo común de quince (15) días. 
 
El Tribunal cuenta con un plazo de noventa (90) días hábiles para emitir la resolución 
respectiva, a partir de la fecha de recepción del expediente remitido de la 
Administración Tributaria. Transcurrido este plazo sin pronunciamiento del Tribunal, 
operará la figura del Silencio Administrativo Positivo, lo cual implica que se entenderá 
por resuelto el recurso de apelación, a favor de lo solicitado por el recurrente.  
 
4.8.4. Recurso de Hecho 
 
Es una impugnación extraordinaria que puede interponerse directamente ante el 
tribunal superior, cuando el inferior deniegue el Recurso de Apelación. 
 
La apelación, aunque sea una figura jurídica unitaria, es susceptible de descomponerse 
en tipos diferentes y una de estas variantes es lo que en la doctrina y la jurisprudencia 
se conoce como Recurso de Hecho.  
 
Así pues, cuando un Juez se niega a admitir el recurso de apelación, cabe acudir 
directamente ante el Superior Jerárquico del que dictó la resolución impugnada, 
utilizando este recurso. En caso contrario, resultaría inútil si el recurso de apelación 
quedará al arbitrio de la autoridad de primera instancia concederlo o no, y para que la 
efectiva intención del legislador tenga cumplimiento se ha establecido este medio de 
impugnación. 
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El artículo 45 del Código Tributario establece este recurso, el que se fundará y 
sustanciará de acuerdo a los procedimientos, requisitos y demás condiciones 
establecidas en el Código de Procedimiento Civil. 
 
5. Tribunal Tributario Administrativo  
 
Con la aprobación de la Ley 562, el día veintiocho de octubre del año dos mil cinco, Ley 
creadora del Código Tributario de la República de Nicaragua, se instaura, de 
conformidad con el artículo 203 del mismo Código, el Tribunal Tributario 
Administrativo, órgano especializado e independiente de sus funciones de la 
Administración Tributaria, competente para resolver las controversias que surgen en el 
territorio nacional entre los sujetos tributarios; quienes se someten a su jurisdicción 
para la tutela y garantía de los derechos constitucionales de los recurrentes.  
 
El  Tribunal Tributario Administrativo se caracteriza por ser un ente especializado, que 
tiene como objeto primordial el control de la legalidad y la observancia de los principios 
de justicia tributaria, para conocer del Recurso de Apelación interpuesto por los 
contribuyentes, quienes consideran que la resolución dictada en virtud del Recurso 
previo de Revisión perjudica sus derechos, y con la intención de obtener de estos un 
dictamen por medio del cual se agota la vía administrativa.  
 
Asimismo, este organismo destaca esencialmente por su imparcialidad, asegurando con 
sus decisiones conforme a los principios y normas tributarias aplicables, un 
procedimiento donde el contribuyente y la Administración Tributaria se encuentren en 
un plano en el que prevalezca la igualdad de condiciones, para la aplicación de la 
correcta justicia administrativa en materia tributaria, y de esta manera garantizar los 
derechos de los contribuyentes. 
 
El Tribunal Tributario se encuentra configurado en nuestro sistema, como un 
organismo desligado de la gestión y recaudación de impuestos, de modo que otra de sus 
principales características es la independencia de la Administración Tributaria. Así 
pues, con la instauración de este nuevo ente, se observa un proceso de reducción 
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progresiva de los márgenes de actuación y decisión por parte de la Administración, pues 
esta ya no es más el juez y parte en el fallo del Recurso de Apelación que interpone el 
sujeto pasivo.  
 
Si bien la Corte Suprema de Justicia expresa, según  Sentencia No. 22-09, de las ocho y 
media de la mañana del día veintiocho de enero de dos mil nueve, que el Tribunal 
Tributario Administrativo es un órgano jerárquicamente superior a la Administración 
Tributaria, pues es el encargado de resolver los recursos de apelación sobre las 
resoluciones dictadas por la misma; es necesario destacar que la Administración 
Tributaria, no posee vinculación frente al Tribunal Tributario Administrativo, ni 
tampoco existe ninguna potestad de mando por parte del Tribunal frente a la 
Administración.  
 
Sin embargo, esto no obsta a que la ley pueda, con carácter especial, establecer un orden 
jerárquico de competencias también allí donde no existe con tal carácter, situación que 
se observa precisamente cuando se admite de forma explícita la posibilidad de recurso 
aún no estando los dos órganos, -aquel del que emana el acto y aquel ante el que se debe 
recurrir-, ordenados jerárquicamente con carácter normal. Así entonces, nos 
encontramos, según opinión de ALESSI (1970), ante un recurso jerárquico impropio, en 
virtud del cual, por expresa disposición legal se recurre ante un órgano que 
normalmente carece de todo poder sobre aquel que dictó el acto, es decir un órgano 
administrativo especial. 
 
Así, en palabras de RIZO OYANGUREN (1992), la autoridad que conoce sobre un recurso 
interpuesto en la vía administrativa, puede ser la misma que dictó el acto, la jerarquía 
superior o un órgano especial distinto de las dos anteriores, siendo este último el caso 
de nuestro sistema tributario en lo que respecta al recurso de apelación. 
 
En esta misma línea de ideas, según opinión de LUQUÍ, (1989), los Tribunales 
Administrativos en materia tributaria han venido a representar una verdadera garantía 
jurisdiccional, puesto que, segregados por el orden jerárquico administrativo, sin 
dependencia en sus funciones del Poder Ejecutivo, actúan con mayor libertad de acción 
para dictar sus fallos, así como la competencia e idoneidad que han puesto de manifiesto  
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en la práctica jurídica. El corolario pues, de las garantías constitucionales, ostensibles a 
través de los recursos, se ve así completado mediante la actividad de estos órganos 
jurisdiccionales administrativos.  
 
Por otra parte, es preciso hacer referencia a la  ǲjurisdicciónǳ que sobre el 
territorio nacional, otorga el artículo 203 del Código Tributario al Tribunal Tributario 
Administrativo; atribución que genera controversia, por cuanto se debate si lo 
estipulado en este artículo se opone a lo establecido en los artículos 158 y 159 de la 
Constitución Política: 
 
Arto. 158 La justicia emana del pueblo y será impartida en su nombre y 
delegación por el Poder Judicial, integrado por los tribunales de justicia que 
establezca la ley. 
 
Arto. 159 ǲȋǥȌas facultades jurisdiccionales de juzgar y ejecutar lo juzgado 
corresponden exclusivamente al Poder Judicial. ȋǥȌǳ 
 
Así pues, una vez planteada esta discusión, nos permitiremos abordar el tema desde 
tres distintas ópticas.  
 
En primer lugar, atenderíamos estrictamente al principio de supremacía constitucional, 
que se manifiesta en los artículos 182 y 183 de la Carta Magna, en virtud de los cuales, 
no tendrán valor alguno las leyes o disposiciones que se opongan o alteren lo 
establecido por esta; igualmente, ningún poder del Estado, organismo de gobierno o 
funcionario tendrá otra facultad o jurisdicción que las que confiera la Constitución 
Política. 
 
Así entonces, partiendo de que la función jurisdiccional es expresión de la soberanía, 
que sólo puede ser ejercida por las autoridades que la Constitución establece, 
consideraríamos que el artículo 203 del Código Tributario es claramente 
inconstitucional, por cuanto atribuye facultades jurisdiccionales que, como bien se ha 
manifestado anteriormente, corresponden exclusivamente al Poder Judicial.  
 
En segundo lugar, analizando con mayor detenimiento el tema controvertido, 
convendría discutir si se trata de una verdadera función jurisdiccional. Si bien no es 
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trivial el modo en que la legislación denomina una determinada situación jurídica, el 
nombre no es, sin embargo, un antecedente suficiente para discernir la naturaleza de 
dicha institución, sino que es preciso identificar la existencia de los atributos básicos de 
la función jurisdiccional dentro de la misma, para determinar si el órgano que resuelve 
el reclamo tributario es en realidad un tribunal especial que ejerce jurisdicción y si su 
resolución es una verdadera sentencia. 
 
La función administrativa se distingue de la jurisdiccional porque en esta no se recurre 
a la idea del motivo, ni del fin. La función administrativa no supone una situación 
preexistente de conflictos, ni interviene con el interés de resolver una controversia para 
dar estabilidad (cosa juzgada) al orden jurídico. Asimismo, es una actividad 
ininterrumpida que puede prevenir conflictos por medidas de policía, pero cuando el 
conflicto ha surgido, se entra al dominio de la función jurisdiccional. Si la función 
administrativa llega en algún caso a definir una situación de derecho, lo hace, no como 
finalidad, sino como medio para poder realizar otro acto administrativo (RIZO 
OYANGUREN, 1992). 
 
Así entonces, se observa que la actuación jurisdiccional obedece a principios 
esencialmente distintos de la administrativa, resaltando dos cualidades o notas 
diferenciadoras: los jueces y tribunales son independientes frente a los demás órganos 
del Estado y sus resoluciones adquieren, en determinado momento, el carácter de 
inmutables por virtud de la institución de la cosa juzgada; situaciones que no acontecen 
en la actuación administrativa (RIZO OYANGUREN, 1992). 
 
Una vez examinadas las reglas relativas a tales institutos, se podría deducir que la 
denominación legal en cuestión no constituye necesariamente esa realidad y que, bajo 
su apariencia, no se trata realmente de una verdadera jurisdicción, sino que el legislador 
××±±ǲ×ǳǡ
quiso referirse a la competencia del Tribunal en todo el territorio nacional. 
 
Finalmente, como un tercer punto, si retomamos la consideración de que nos 
encontramos frente a una verdadera jurisdicción, conviene exponer los argumentos de 
autores como CASSAGNE (2002), quienes defienden la existencia de órganos 
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administrativos realizando típicas funciones jurisdiccionales, siempre y cuando, se 
respete el equilibrio que traduce la denominada doctrina de la separación de poderes, 
instrumentada en la Constitución Política.  
 
Según CASSAGNE (2002), la facultad de ejercer funciones jurisdiccionales por parte de la 
administración pública, aparece condicionada por la doctrina de la división de los 
poderes, consagrando en principio, el sistema judicialista para juzgar la actividad 
administrativa. Sin embargo, esto no obsta en opinión de este autor, que aun partiendo 
de tal reconocimiento, pueda aceptarse el ejercicio excepcional de funciones 
jurisdiccionales por órganos administrativos, siempre que se respeten los grandes 
lineamientos del sistema.  
 
Para concluir con este tema, consideramos que en orden de lograr una verdadera tutela 
jurisdiccional para los contribuyentes y ante las actuales demandas del sistema, surge  
la necesidad, en opinión de los autores BÁEZ CORTÉS & BÁEZ CORTÉS (2007), de una 
jurisdicción independiente del Poder Ejecutivo para conocer y dilucidar las 
controversias entre la Administración Tributaria y los contribuyentes. Nuestra 
Constitución Política no lo establece de manera expresa, aunque sí lo hace en forma 
general a través de los principios y garantías del debido proceso consignados en los 
artículos 34 y 160 Cn.  
 
En definitiva, todo órgano del Estado que ejerza facultades jurisdiccionales debe regirse 
por el principio de legalidad y del debido proceso en los términos indicados 
anteriormente, de los cuales los litigios en materia tributaria no pueden quedar exentos.  
 
5.1 Competencia y atribuciones 
 
El Tribunal Tributario Administrativo, de conformidad con el arto. 204 del Código 
Tributario, es competente para conocer y resolver sobre los Recursos de Apelación, que 
establece el Código en su Título III; asimismo, de las quejas de los contribuyentes contra 
las actuaciones de los funcionarios de la Administración Tributaria, en las actuaciones 
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de su competencia; así como de dictar las sanciones, indemnizaciones, multas y demás 
en contra de estos. 
 
El Tribunal Tributario Administrativo tendrá, según el artículo 205 del Código 
Tributario, las siguientes atribuciones: 
 
1. Elaborar el reglamento en el que se defina la organización y funcionamiento interno 
que atienda los casos que se planteen con base a lo dispuesto en el Código 
Tributario; 
 
2. Ordenar las pruebas periciales necesarias para el conocimiento o mejor apreciación 
de los hechos sobre los que se requieran dictámenes especiales; 
 
3. Presentar el presupuesto de gastos de ese organismo ante el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público para ser incorporado en el Presupuesto General de la República; y  
 
4. Cumplir con las demás funciones inherentes a su naturaleza. 
  
Asimismo, consideramos pertinente hacer mención de los deberes que, de acuerdo al 
artículo 210 del Código Tributario tendrán los miembros del Tribunal Tributario 
Administrativo: 
 
1. Conocer y resolver todos los casos que por disposición del Código Tributario, 
lleguen a su conocimiento en estricto apego y observancia de la Constitución Política 
de la República,  las leyes generales y demás disposiciones tributarias; y, 
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1. El ejercicio del Poder Tributario del Estado no reconoce otras limitaciones que aquellas 
originadas en las cláusulas constitucionales, y que por eso mismo son autolimitaciones; 
las facultades tributarias reconocidas en virtud del poder tributario derivado, se hallan 
limitadas en su ejercicio, no sólo por los preceptos constitucionales, sino por las 
determinaciones legales que emanan del poder tributario originario y posibilitan su 
manifestación. 
 
2. La relación de poder entre el Estado y los particulares no es una relación de jerarquía o 
de omnipotencia, sino que se trata de una relación jurídica en la cual el individuo cuenta 
con mecanismos de defensa que tienen carácter de garantía constitucional del 
ciudadano frente al Estado. En esta relación, Estado y particular se encuentran en una 
plataforma horizontal, con lo cual se supera la posición tradicional de que el Estado se 
sirve de los Administrados para la consecución de sus fines. 
 
3. Actualmente, la doctrina es unánime al reconocer la aplicación directa de los principios 
contenidos en las Constituciones. Los principios constitucionales son normas 
inmediatamente vinculantes, es decir, pueden aplicarse sin necesidad de un desarrollo 
legislativo posterior. 
 
4. En el sistema jurídico nicaragüense,  el conjunto de principios de justicia tributaria no se 
encuentran explícitamente contenido en nuestra Constitución Política, si no que su 
presencia se infiere a partir de la labor de interpretación de la Norma Fundamental, en 
base a la jurisprudencia y la doctrina comparada. 
 
5. La correcta observancia de los principios de justicia tributaria apoya la labor del 
legislador en la tarea de configurar los hechos imponibles. 
 
6. El principio de legalidad se desarrolla en un doble plano de eficacia: Su eficacia en el 
plano normativo, que implica sujetar la creación de tributos a la Ley, dotando de 
legalidad y sobre todo, de legitimidad el acto; y, su eficacia en el plano aplicativo, que 
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supone la revisión de las Leyes tributarias acorde a las exigencias de la Constitución y 
de los actos administrativos emanados de la Administración Tributaria, bien por vía 
administrativa, en sede contencioso administrativo o mediante el amparo 
administrativo. 
 
7. Las características de los procedimientos administrativos creados para la defensa de los 
contribuyentes, como son su antiformalismo o falta de mayores exigencias, en aras de 
su celeridad y eficacia, contribuyen al cumplimiento de las garantías y principios 
contemplados para tales efectos en la Constitución Política.  
 
8. El Código Tributario, si bien aborda algunos aspectos relevantes al procedimiento de 
fiscalización, tales como las facultades de los auditores y deberes de los contribuyentes, 
no regula de forma exhaustiva las etapas que deben cumplirse dentro del mismo, lo cual 
deviene en un detrimento en la aplicación de los principios de legalidad y de seguridad 
jurídica. 
 
9. La resolución determinativa con la cual finaliza el procedimiento de determinación de la 
obligación tributaria es, por su naturaleza, un acto administrativo; en consecuencia, 
susceptible de ser objeto de revisión a través de la vía de recursos administrativos. 
 
10. La Disposición Técnica 20-2007, del 18 de octubre de 2007, en la cual la DGI, dispone la 
forma en que se deben computar los plazos en día o días hábiles en lo concerniente al 
sistema de recursos normados en el Código Tributario, carece de validez legal, por 
cuanto, según se establece en la Constitución Política y el Título Preliminar XXXIV del 
Código Civil, una Ley solo puede ser derogada o reformada por medio de otra ley.  
 
11. En los actos administrativos, la presunción de legalidad atañe a la carga de la prueba, la 
cual  fija una regla de inversión de la carga probatoria, es decir, que el contribuyente 
que impugna la legalidad de un acto producido por la Administración Tributaria, carga 
con la prueba en toda circunstancia. 
 
12. El Código Tributario no contempla los requisitos que deben contener las resoluciones 
emitidas por las autoridades competentes en virtud de procedimientos de revisión de 
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actos administrativos, sin embargo, según el artículo 4 del Código Tributario, se deberán 
aplicar en forma supletoria las disposiciones que para tal efecto señalan las normas de 
Derecho Común. 
 
13. En nuestro ordenamiento jurídico tributario, opera la figura del Silencio Administrativo 
Positivo, lo cual da lugar a que se declaren las pretensiones presentadas por el 
recurrente a favor de él, situación que puede considerarse como una garantía para el 
contribuyente de que obtendrá una respuesta a sus pretensiones en el plazo 
correspondiente y un incentivo a la Administración Tributaria a que cumpla con dichos 
plazos. 
 
14. El  Tribunal Tributario Administrativo se caracteriza por ser un ente especializado, que 
tiene como objeto primordial el control de la legalidad y la observancia de los principios 
de justicia tributaria, para conocer del Recurso de Apelación interpuesto por los 
contribuyentes, quienes consideran que la resolución dictada en virtud del Recurso 
previo de Revisión perjudica sus derechos, y con la intención de obtener de estos un 
dictamen por medio del cual se agota la vía administrativa. 
 
15. El recurso de apelación interpuesto ante el Tribunal Tributario Administrativo cumple 
con las características de ser un recurso jerárquico impropio, en virtud del cual, por 
expresa disposición legal se recurre ante un órgano que carece de poder sobre aquel 
que dictó el acto, es decir, se trata de un órgano administrativo especial. 
 
16. En lo que respecta a la naturaleza del Tribunal Tributario Administrativo, consideramos 
que el le × × ±    ± ǲ×ǳǡ
cuando en realidad quiso referirse a la competencia del Tribunal en todo el territorio 
nacional, lo cual se deduce del análisis de las características propias de los elementos 
constitutivos de esta institución, concluyendo que no siempre la denominación legal 










1. Se debe realizar una reforma al Código Tributario en la cual se desarrolle de forma 
sistemática cada una de las etapas  correspondientes al procedimiento de fiscalización, 
de modo que se logre una regulación adecuada y completa del mismo, tomando en 
cuenta la trascendencia de esta materia y en miras de brindar una mayor seguridad 
jurídica a los contribuyentes. 
 
2. En el procedimiento de fiscalización, consideramos necesaria una reforma en el Código 
Tributario, en el sentido de que se obligue a la autoridad fiscalizadora a notificar dentro 
de un plazo de 30 días posteriores al período de pruebas, la correspondiente resolución 
determinativa, para mayor celeridad y seguridad jurídica. 
 
3. Se debe elaborar una normativa institucional a través de la cual se logre la aplicación del 
artículo 100 del Código Tributario, en lo que respecta al desarrollo del procedimiento 
para la imposición de sanciones ante el incumplimiento de funciones por parte de las 
autoridades administrativas. 
 
4. Siendo que la configuración normativa del recurso de reposición deviene en una clara 
violación del principio del debido proceso, por razón de que no se otorga al 
contribuyente de un momento procesal oportuno para la aportación de las pruebas 
correspondientes, consideramos necesaria una reforma del artículo 97 del Código, en el 
sentido de que el periodo probatorio, se cuente a partir de la notificación de aceptación 
del recurso de reposición.  
 
5. De la lectura del artículo 98 del Código Tributario, mismo que regula lo relativo al 
Recurso de Revisión, se infiere la necesidad de una reforma de dicho artículo, de modo 
que se establezca con exactitud el momento en que da inicio el período probatorio y se 
supere el riesgo de que tal configuración resulte en erróneas interpretaciones que 
pudieren causar perjuicio al contribuyente. 
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6. Resulta imprescindible el desarrollo de la regulación interna del Tribunal Tributario 
Administrativo, por lo cual se debe crear una Ley Orgánica, que establezca con claridad 
los aspectos concernientes a su competencia, organización y funcionamiento. 
 
7. Con el objetivo de devolver a los recursos administrativos su sentido primario de 
garantía, recomendamos tomar el ejemplo del sistema de recursos francés, en el cual la 
vía administrativa de recurso se encuentra configurada con carácter facultativo; es 
decir, que la utilización de la vía administrativa de recurso sea opcional para los 
afectados por el acto administrativo, a quienes correspondería valorar  la conveniencia 
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